INFORME DE LA COMISION DE CONSTITUCION, LEGISLACION, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAIDO EN EL PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS, QUE SANCIONA EL TRAFICO ILICITO DE ESTUPEFACIENTES Y SUSTANCIAS SICOTROPICAS Y SUSTITUYE LA LEY N° 18.403.
Honorable Senado:

Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, tiene el honor de informaros acerca del proyecto de ley, en segundo trámite; constitucional, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas y sustituye la ley N° 18.403. El proyecto se inició por un mensaje de S.E. el Presidente de la República, quien ha hecho presente su urgencia con calificación de "Simple".
A las sesiones en que la Comisión discutió la iniciativa legal concurrieron, especialmente invitados, el señor Ministro de Justicia, don Francisco Cumplido Cereceda y los señores Gustavo Villalobos Sepúlveda, Consejero del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes y asesor jurídico del mismo, y Michel Dibán Qanawati, asesor del referido Consejo Nacional y abogado del Consejo de Defensa del Estado.
Os hacemos presente que debe ser aprobado con quórum de ley orgánica constitucional el artículo 47 de la iniciativa, de conformidad a los artículos 74, inciso primero, y 63, inciso segundo, de la Constitución Política de la República, por cuanto incide en la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia. Dejamos constancia que dicho artículo no ha experimentado modificaciones sustanciales respecto del que estaba contenido en el proyecto de ley que conoció la Excma. Corte Suprema durante el primer trámite constitucional.

Asimismo, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 19, N° 12, inciso primero, y 63, inciso tercero de la Constitución Política, el artículo 17 de la iniciativa requiere ser aprobado con carácter de ley de quórum calificado, que consulta delitos que pueden ser cometidos en el ejercicio de las libertades de emitir opinión y de informar.
ANTECEDENTES
1.- Legislación internacional.

Por su directa relación con la materia, es necesario tener en cuenta los siguientes tratados internacionales ratificados por nuestro país:
i.- “La Convención Unica de 1961 sobre Estupefacientes", suscrita en Nueva York el 30 de marzo de 1961, que fue promulgada mediante decreto supremo N° 35, de Relaciones Exteriores, de 1968, publicado en el Diario Oficial de 16 de mayo de ese año.
ii.- El "Protocolo de Modificación de la Convención Unica de 1961 sobre estupefacientes", promulgado mediante decreto supremo N° 32, de Relaciones Exteriores, de 1976, publicado en el Diario Oficial el 20 de marzo del mismo año.

iii- El "Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas", suscrito en Viena el 21 de febrero de 1971, promulgado por el decreto supremo N° 570, de Relaciones Exteriores, de 1976, que se publicó en el Diario Oficial el 3 de noviembre de 1976.
iv.- La "Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas", suscrita en Viena el 20 de diciembre de 1988, que fue promulgada mediante el decreto supremo N° 543, de Relaciones Exteriores de 1990, publicado en el Diario Oficial el 20 de agosto de ese año.
2.- Legislación nacional.
i,- La ley N° 18.403, que sanciona el tráfico ilícito de drogas y estupefacientes, y deroga la ley anterior sobre la materia, N° 17.934.

Cabe recordar que, conociendo de un requerimiento sobre cuestión de constitucionalidad surgida durante la tramitación de este proyecto de ley, el Excmo. Tribunal Constitucional, en sentencia de 4 de diciembre de 1984, resolvió que los artículos 1° y 25 -el primero al establecer la acción típica y el otro al remitir a un reglamento la mención de las substancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas a que se refiere el artículo 1° cumplen con describir expresamente la conducta que se sanciona en ellos, como lo exige el artículo 19 N° 3, inciso final de la Constitución Política y, en consecuencia, son constitucionales.
ii- El decreto con fuerza de ley N° 1, de 1993, publicado en el Diario Ofi​cial el 7 de agosto de 1993, que fijé el texto refundido, coordinado y sistema​tizado de la Ley Orgánica del Consejo de Defensa del Estado.

Su artículo 1º dispone que es un servicio público descentralizado, dotado de personalidad jurídica, bajo la supervigilancia directa del Presidente de la República, e independiente de los diversos Ministerios.

De conformidad a los artículos 3°, N° 5, Y 5° letra d), es función del Consejo el ejercicio y sostenimiento de la acción penal en los delitos relativos a la elaboración o tráfico de sustancias estupefacientes o sicotrópicas; o al uso, destino o aprovechamiento de los beneficios que de ellos provengan, cuando, a juicio del Consejo, se trate de hechos que puedan causar grave daño social.

El artículo 37 establece las plantas de su personal, y en el artículo 38 se señalan los requisitos para el ingreso y promoción en dichas plantas y cargos.

Su artículo 41 impone a Carabineros de Chile y a la Policía de Investigaciones de Chile la obligación de remitir al Consejo, dentro de los cinco días siguientes a la fecha que fueron extendidos, los partes relacionados con los delitos de elaboración y tráfico de estupefacientes.
Por su parte, el articulo 48 faculta al Presidente del Consejo y a los abogados procuradores fiscales para que en estos procesos participen en los interrogatorios y careos a los inculpados y testigos -pudiendo formular preguntas a través del tribunal-, así como en los allanamientos, inspecciones y otras diligencias y gestiones que decrete el juez -pudiendo hacer peticiones y observaciones-, a menos que el tribunal lo deniegue por resolución fundada en casos graves y calificados.
3.- Informes especializados.
La Comisión resolvió solicitar al Instituto Libertad y Desarrollo y al Programa de Asesoría Legislativa, de la Corporación Tiempo 2000, sus opiniones respecto del proyecto despachado en el primer trámite constitucional para tenerlas a la vista durante el debate.
i.- El Instituto Libertad y Desarrollo en respuesta a la invitación formulada por la Comisión, formuló detalladas observaciones sobre los dos puntos que, a su juicio, son los de mayor relevancia de esta iniciativa legal, que pueden resumirse en o siguiente:

a.-En cuanto a la competencia que se entrega al Consejo de Defensa del Estado para realizar una investigación preliminar, de carácter administrativa y no contenciosa en relación al delito de lavado de dinero, sostiene que, a la luz de su ley orgánica, se apartaría de su naturaleza, por cuanto se estarían entregando atribuciones para conocer de materias delictivas a un organismo que tiene por objeto la representación judicial y extrajudicial del Estado.
Las facultades o atribuciones concedidas al Consejo para efectos de llevar a cabo esta investigación preliminar, observa el informe, se traducen en crear una especie de instrucción previa al sumario, en circunstancias que de acuerdo a nuestro sistema penal todo proceso criminal tiene solamente dos etapas: sumario y plenario.

Agrega que esta situación podría dar lugar a problemas de constitucionalidad, en primer lugar, por cuanto se está concediendo al Consejo facultades que la ley ha entregado privativamente a los tribunales de justicia, como son, por ejemplo, la recepción de denuncias e informaciones, de testimonios, la dictación de órdenes de arraigo y de medidas precautorias. En lo que se refiere a la apertura del secreto bancario que también puede ser resuelta por el Consejo, señala el informe que, cuando se ha permitido por el legislador, ha sido exclusivamente para entregarla a los tribunales de justicia y no a un ente administrativo, sin perjuicio de las facultades de fiscalización de la superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y del Servicio de Impuestos Internos. En definitiva, se estaría afectando el principio de jurisdicción consagrado en el artículo 73 de la Constitución Política, que reserva de manera exclusiva a los tribunales de justicia la potestad de juzgar y de hacer ejecutar lo juzgado.

De igual manera, apunta el informe, al confiarse al Consejo -que es un servicio público, integrante de la Administración del Estado-, el ejercicio de funciones judiciales que han sido encomendadas por el constituyente y el legislador en forma exclusiva a los tribunales ordinarios de justicia, se estaría afectando el principio de independencia, que se consagra en el mismo precepto constitucional.

Observa que la entrega de facultades tan delicadas a un ente estatal de naturaleza no fiscalizadora ni jurisdiccional podría originar, en su aplicación práctica, serios problemas de discrecionalidad.
Con el objeto de remediar estos inconvenientes que, en concepto del Instituto presenta la iniciativa de ley, se propone radicar en los tribunales ordinarios de justicia las funciones de carácter judicial que son entregadas al consejo, específicamente en los integrantes del Ministerio Público. Sus oficiales -que son hoy día los fiscales de las Cortes de Apelaciones- ya ejercen en la actualidad un grado de colaboración importante con los tribunales de justicia, como intervenir en primera instancia en los juicios criminales de acción pública, y solicitar diligencias durante la fase instructiva y sumarial.
b.- En relación a una de las conductas que se sanciona por la iniciativa legal, cual es el consumo de drogas, el informe que se reseña sostiene que las consecuencias del consumo privado y del consumo público son distintas, por lo que propone sancionar sólo el consumo de. drogas o sustancias estupefacientes en lugares públicos o abiertos al público, al igual como se castiga la embriaguez, esto es, no con penas corporales, sino que con medidas especiales.

En el mismo sentido, sugiere también sancionar el manejo de vehículos en estado de drogadicción, tal como hoy se pena a quien conduce bajo los efectos del alcohol, y agravar esa conducta en caso de que se ocasionen lesiones o muerte a una persona o se originen daños a la propiedad.
Finalmente, recomienda que se contemple como circunstancia agravante general de la responsabilidad penal, la de cometer el delito bajo los efectos de bebidas alcohólicas o de drogas o sustancias estupefacientes o sicotrópicas

2.- Por su parte, las observaciones del Programa de Asesoría Legislativa se centraron en el análisis del régimen de faltas, del "lavado de dinero" y de las funciones que se conceden al Consejo de Defensa del Estado.

a.- En cuanto al régimen de faltas, llama la atención respecto a que el artículo 41 contempla como conducta típica la de consumir cualquiera substancia estupefaciente o sicotrópica, sin efectuar distinciones entre ellas. Por otro lado, precisa que el conjunto de sanciones que se contemplan en esa norma son de distinta naturaleza, porque la multa y los trabajos de colaboración con la autoridad municipal son típicamente sanciones; la suspensión de la licencia para conducir vehículos motorizados corresponde más bien a una medida de protección a la sociedad en cuanto a la seguridad del tráfico; y, por último, la participación obligatoria en programas de prevención o rehabilitación, constituye una medida de seguridad, aunque el abandono de las teorías que dieron nacimiento a dichas medidas hace que deba considerársela una sanción penal propiamente tal.
Se observa en el informe que la tipificación del consumo de drogas sin ningún tipo de calificativos, puede violar una esfera de intimidad mínima de las personas, porque hay cierto nivel en el cual el Estado no puede pretender entrar con sus disposiciones penales. Esta figura implica, por una parte, recargar a los tribunales del crimen, actualmente colapsados y, por otra, tratar como delincuente a quien no es más que una víctima o un enfermo, traspasando así las fronteras que en un estado democrático tiene la mayoría para intervenir en la vida privada de las personas.

Hace ver que la improcedencia de recursos sobre la sentencia que imponga alguna de las sanciones aludidas debe ser examinada con mayor detalle, pues la doble instancia es una de las garantías consagradas en el Pacto de San José de Costa Rica.

b.- En lo que respecta al "lavado de dinero", el informe sostiene, en primer término, que la descripción del artículo 12 es amplia y confusa. Amplia, por cuanto sanciona al que de cualquier modo participe o colabore en el uso o destino que se pretenda dar a cualquier tipo de beneficio producido por la comisión de delitos de tráfico, sin distinguir si el beneficio es patrimonial o extrapatrimonial.

Es confusa, agrega, porque no diferencia suficientemente tres situaciones: la del que participa en actividades de lavado de dinero para lucrarse con ellas, ya sea a título de beneficio directo o de comisión, que es la única que constituye lo que se ha dado en llamar lavado de dinero; la del que sabe de estas actividades, pero por una paga u otro beneficio lo calla, que corresponde, propiamente, a la figura del encubrimiento del delito de lavado de dinero; y la del que sabe de estas actividades, pero no las denuncia por otras razones. De acuerdo al proyecto, o este sujeto no es penado o se le consideraría colaborador, lo que sería excesivamente drástico. Por ello, propone distinguir tales situaciones, aislando la primera como el núcleo del tipo de lavado de dinero, y sometiendo las dos últimas a las reglas generales del Código Penal.

c.- En relación con las atribuciones que se le conceden al Consejo de Defensa del Estado, señala que el Departamento de Control del Tráfico Ilícito de Estupefacientes de esa entidad, que se concibe como una especie de Ministerio Público, será el organismo encargado de realizar la investigación preliminar del lavado de dinero, de forma tal que, de acuerdo al referido informe, el juicio criminal se transformará en un procedimiento acusatorio, en el cual la denuncia del Consejo se constituirá -aún cuando no se expresa así en la iniciativa-, en una resolución de la importancia del actual autoacusatorio. Destaca el Programa que, por esto, el juicio criminal podría verse reducido sólo al actual plenario, ya que las finalidades del sumario se entenderían cumplidas.
Al respecto, el Programa de Asesoría Legislativa expresa que no obstante, que la evolución hacia un modelo acusatorio en el procedimiento penal es la política correcta, no parece adecuado establecer un procedimiento diferente para cierto tipo de delitos.
Destaca que el aludido Consejo reunirá las tres características de un Ministerio Público poderoso: acción penal monopólica, control de la investigación y principio de oportunidad. 

La acción penal monopólica, aunque es cierto que altera la regla general en materia criminal -acción pública-, resulta esencial si se intenta entregar al Consejo e1 control de la investigación. Este, a su vez, se explica por el reconocimiento que investigar no es una función propiamente jurisdiccional, ya que no participa de las características propias de ella, si bien advierte el Programa- debería permitirse la intervención del juez respecto de algunas de las facultades, como el arraigo de las personas, las medidas precautorias y la colaboración de la fuerza pública, porque afectan gravemente los derechos de los involucrados. Desde otro punto de vista, considera conveniente limitar el tiempo que puede tener la investigación preliminar. El principio de oportunidad, por su parte, permite al Consejo, al concluir la investigación, deducir la acción penal o archivar los antecedentes. En este último caso, si la investigación demostró que el investigado no tenía responsabilidad por el delito, estima que debería dársele a conocer esa conclusión.
3.- Sin perjuicio de los informes anteriores, la Comisión tuvo presente además el que preparó el Centro de Estudios y de Asistencia Legislativa de la Universidad Católica de Valparaíso, durante el primer trámite constitucional. Ese documento, en lo propiamente penal, observa que el proyecto conserva la totalidad de los tipos que hoy figuran en la ley N° 18.403, efectuando algunas modificaciones en su tratamiento específico.

Además, la iniciativa de ley crea nuevas figuras delictivas. Así, por ejemplo, y a modo de complemento de la figura de siembra indebida de especies vegetales del género Cannabis u otras productoras de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, se contempla la conducta típica que consiste en desviar al tráfico ilícito alguna de las especies, sus partes activas o subproductos. También se castiga la figura del tráfico ilícito de precursores o sustancias químicas esenciales, realizado con pleno conocimiento de que su finalidad es la perpetración; dentro o fuera del país, de alguna de las conductas que la ley chilena considera como delito.
Al respecto, el informe elogia la incorporación de estos dos nuevas figuras delictivas, ya que logra salvar dos omisiones muy notorias en la actual legislación y, en el caso del tráfico de precursores, permite cumplir una de las recomendaciones que formula la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Substancias Sicotrópicas, en materia de cooperación internacional.
En este mismo orden de ideas, el informe en comentario, destaca la incorporación como figuras típicas del suministro de hidrocarburos aromáticos a menores de 18 años de edad (“neoprén”) y de la intervención en el uso o destino que se dé o se pretenda dar a las utilidades obtenidas en la perpetración, en Chile o en el extranjero, de alguno de los delitos de esta ley ("lavado de dinero”). 

A continuación; el informe analiza la situación especial del consumo de estupefacientes, materia que el proyecto enfoca desde dos perspectivas: castiga. como simple delito el consumo de las sustancias aludidas cuando el sujeto activo es un tripulante de buques o artefactos navales, un militar o personal aeronáutico; y castiga como falta el consumo de esas mismas sustancias en lugares públicos o abiertos al público, en centros de detención o en recintos militares o policiales.

En otro orden de materias, el informe describe las innovaciones que introduce el proyecto en materia de sanciones de acuerdo a la etapa de desarrollo de los delitos. Destaca que la ley N° 18.403 faculta al juez para rebajar la pena en caso de tentativa, lo que ahora desaparece; para los efectos de la sanción se equiparan las etapas de tentativa, delito frustrado y delito consumado sólo en relación a los delitos de elaboración y tráfico ilícito de estupefacientes, y no, como ahora se propone, para todos los considerados en la ley; y el proyecto sanciona con una pena fija -y no de acuerdo a la pena asignada al delito de que se trate- la conspiración para cometer cualquiera de los delitos señalados en la iniciativa.

En lo que se refiere a las circunstancias agravantes, el informe puntualiza que producen un efecto más gravoso que el común de las contempladas en el, Código Penal, porque aumentan en un grado la pena asignada al delito respectivo.
En materia de penalidad, comenta positivamente que quienes sean condenados a penas privativas de libertad por estos delitos no puedan hacer uso de los beneficios de la reclusión nocturna y la libertad vigilada, por las facilidades que cuenta esta clase de delincuencia para eludir el cumplimiento de las penas.

- DISCUSION GENERAL

En el Mensaje con que acompaña el proyecto, S.E. el Presidente de la República expresa que el tráfico ilícito de sustancias o drogas estupefacientes y sicotrópicas y su consumo indebido constituyen una seria alteración de la convivencia social, y afectan de una u otra forma todas las actividades del país. Este problema existe, indiscriminadamente, en los distintos países, que han resuelto abordarla mediante una acción mancomunada, toda vez que en su conjunto se ven perturbados por estas conductas.

Recuerda que, convencido de que deben enfrentarse estos fenómenos en una acción coordinada de todos los servicios e instituciones del quehacer nacional, el Gobierno creó el año; 1990 el Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes, como órgano asesor del Presidente de la República, al cual se encomendó la formulación de una política nacional sobre la materia -que ya se encuentra en ejecución-, y la elaboración de un nuevo texto legal que considerara la normativa contenida en los tratados internacionales suscritos por nuestro país, el estudio y regulación de la situación de los consumidores de drogas y, en general, adecuar la legislación a las necesidades de la investigación y sanción de los ilícitos relacionados con el tráfico ilegal, producción y . siembra de tales substancias.
Agrega el Mensaje que el proyecto cumple con los requisitos indicados: otorga elementos para una mayor eficacia en la labor policial y judicial que permita una adecuada y oportuna sanción de los delitos en el contemplados; e introduce una nueva concepción para abordar el problema del consumo indebido de drogas, cuando éste se produce en circunstancias públicas que afectan en mayor profundidad a la comunidad.
Añade Su Excelencia que una de las más importantes innovaciones que el proyecto contempla es sancionar el conjunto de conductas constitutivas de hechos que caben dentro del denominado "lavado de dinero". La principal motivación de las organizaciones delictivas dedicadas al tráfico ilegal de estupefacientes lo constituye el interés económico, la obtención de ganancias. Para desalentar tal propósito, al igual que en la mayoría de las naciones desarrolladas y no pocas naciones americanas, se propone sancionar las conductas que tienen por objeto ocultar o encubrir el origen ilícito de los recursos que genera el tráfico ilegal de estupefacientes.

Convencido de la complejidad y multiplicidad de las acciones que se desarrollan para ocultar tal origen ilícito, se ha contemplado una instancia de investigación preliminar, esencialmente administrativa y no contenciosa, a cargo de un organismo autónomo y especializado, como es el Banco Central de Chile -que ha sido sustituido en el primer trámite constitucional por el Consejo de Defensa del Estado-, el que deberá investigar y establecer, antes del inicio del proceso penal, la existencia de hechos sospechosos de tales conductas y recopilar pruebas que permitan fundamentar una acción penal. Durante esta investigación previa, entre otras facultades, dicho organismo queda autorizado, para imponerse del movimiento de determinadas cuentas corrientes bancarias, depósitos y otras operaciones sujetas por la ley a secreto o reserva, pertenecientes a personas naturales o jurídicas vinculadas a los hechos objeto de esta investigación.

El alzamiento del secreto bancario durante la investigación preliminar constituye una necesidad, sostiene el Mensaje, para poder establecer la efectividad de las transacciones ilícitas. Resulta esencial, por lo tanto, acceder a ella en esta etapa previa a fin de determinar y ubicar los recursos antes de una precipitada transferencia de los mismos. En todo caso, y atendida la trascendencia de esta facultad, el proyecto contiene disposiciones que tienen por objeto adoptar el máximo de resguardos en esta etapa.

El señor Ministro de Justicia inició su exposición ante la Comisión señalando que este proyecto fue preparado por el Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes creado en virtud del decreto supremo N° 683, de Interior, de 1990, publicado el 22 de octubre de ese año, el cual está integrado por los Ministros del Interior, que lo preside, de Relaciones Exteriores, de Defensa Nacional, de Hacienda, de Justicia, de Educación, de Salud y Secretaria General de Gobierno. Asimismo, lo conforman representantes de las tres ramas de las Fuerzas Armadas y de Carabineros de Chile. También participan el Director de la Policía de Investigaciones, el Subsecretario del Interior, quien actúa como Secretario Ejecutivo, y dos consejeros de libre designación del Presidente de la República, uno de los cuales es asesor jurídico de dicho Consejo.

Continuó expresando que, al proponer este proyecto de ley, el Supremo Gobierno buscó una legislación ágil y expedita, que permita una tramitación: rápida de las causas derivadas del problema del narcotráfico, y que esté actualizada gracias a la incorporación de un conjunto de instituciones jurídicas que, en diferentes países se han considerado indispensables para combatirlo en todas sus expresiones.
Hizo presente que en el proyecto se conservan las figuras penales básicas.. de la actual legislación, entre otras, las que sancionan la elaboración y el tráfico ilícito de drogas estupefacientes y sicotrópicas, como el suministro injustificado de tales substancias; la facilitación de inmuebles para cometer alguno de los ilícitos; la asociación u organización para realizar alguna de las conductas constitutivas de los delitos en ella tipificados, etc.; sin perjuicio de que en determinados casos se perfecciona su tipificación, y se crean otras nuevas.

Entre las más importantes innovaciones del proyecto, añadió, está la de sancionar el conjunto de conductas constitutivas de hechos que caben dentro del denominado "lavado de dinero", vale decir, las que tienen por objeto ocultar o encubrir el origen ilícito de los recursos que genera el tráfico ilegal

de estupefacientes.
Para este efecto, el proyecto contempla una instancia de investigación preliminar, esencialmente administrativa y no contenciosa, a cargo de un organismo autónomo, como es el Consejo de Defensa del Estado, el cual, a través; de un Departamento especializado, deberá estudiar, antes del inicio del proceso penal, la existencia de hechos constitutivos de tales conductas, y recopilar pruebas que permitan fundamentar una acción penal. Durante esta investigación previa, el Consejo queda autorizado, entre otras facultades, para imponerse del movimiento de determinadas cuentas corrientes bancarias, depósitos y otras operaciones sujetas por la ley a secreto o reserva de personas, vinculadas a los hechos que se investigan.

El alzamiento del secreto, bancario durante esa investigación preliminar, a juicio del Supremo Gobierno, es absolutamente necesario para establecer la efectividad de las transacciones ilícitas, a fin de determinar y ubicar los recursos cursos antes de una precipitada transferencia de los mismos. En este mismo sentido, puso de relieve que todas las legislaciones que sancionan este ilícito han otorgado facultades a organismos administrativos o policiales para tener; acceso a las operaciones amparadas por secreto o reserva, en plena concordancia con la Convención de las Naciones Unidas contra el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas de 1988, que establece, como una necesidad de las investigaciones, el alzamiento del secreto bancario.

Señaló que, en todo caso, y atendida la trascendencia de esta facultad, proyecto contiene disposiciones que tienen por objeto adoptar el máximo resguardos en esta etapa, como el carácter secreto de la investigación y la sanción de la violación de este deber de sigilo, aún cuando no hubiere perjuicio.

De esta forma, continuó, se consideró por una parte la necesidad ineludible de que los organismos investigadores tengan en determinados casos acceso a información amparada por secreto o reserva para verificar informaciones que les permitan configurar antecedentes serios y suficientes para fundar una denuncia o querella criminal y, por otra parte, la también. necesaria protección que la ley debe contemplar para mantener la confiabilidad y seguridad del sistema económico en beneficio de inversionistas nacionales y extranjeros. Forma parte de esta protección el hecho de que sea el Consejo de Defensa del Estado el único facultado para llevar a cabo la investigación preliminar y para ejercer la acción penal, siempre con el acuerdo de los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Se busca con ello, precisó, precaver las consecuencias negativas que lleva el inicio y difusión de un sumario criminal, especialmente si luego se determina que los antecedentes fundantes de la denuncia o querella resultaron ser insuficientes.

Explicó que aquí se trata de satisfacer el interés social de perseguir por todos los medios legítimos dentro del Estado de Derecho el delito de tráfico de estupefacientes y la figura típica de apoyo que es el lavado de dinero, pero al mismo tiempo, no desalentar la inversión extranjera, ya que, como ha ocurrido en otros países donde se entrega a la Policía la investigación, o incluso al Ministerio Público, se corre el riesgo de que denuncias injustificadas puedan arrastrar a los tribunales a personas que realizan legítimamente inversiones importantes. Por eso es que, agregó, resulta indispensable armonizar estas facultades con la protección debida a los inversionistas nacionales y extranjeros, quienes deben estar sujetos a un escrutinio estrictamente confidencial, para no perjudicar en forma injustificada su participación en el mercado nacional e internacional.

En otro orden de materias, el proyecto sanciona todo acto que importe el desvío de precursores o sustancias químicas esenciales a la preparación de drogas estupefacientes o sicotrópicas para la perpetración, dentro o fuera del país, de alguno de los hechos considerados como delitos en la ley, con lo que se cumplen las recomendaciones formuladas tanto en la Convención de las Naciones Unidas, antes citada, como por la Comisión especializada de la Organización de los Estados Americanos.
Por otra parte -expresó-, para enfrentar el serio problema del consumo indebido de solventes volátiles que existe en nuestro país y que afecta principalmente a menores marginados social y económicamente, se propone la sanción penal del suministro de tales substancias a dichos menores, a sabiendas de que están destinadas a ser consumidas por éstos.

Es así que, atendida la naturaleza de los delitos que trata el proyecto, se les sanciona como consumados desde que hay un principio de ejecución y se castiga, asimismo, la conspiración para cometerlos, reincorporando similares normas que se contenían en legislaciones anteriores.

Asimismo, añadió, el proyecto contiene normas más amplias relacionadas con la incautación y decomiso de bienes provenientes o utilizados en la comisión de alguno dejos delitos que tipifica; prevé que el producto de la enajenación de los bienes decomisados y de las multas que se impongan sean utilizados preferentemente en programas de prevención y rehabilitación, facultando al Ministro de Bienes Nacionales para entregar algunos de tales bienes a instituciones públicas o privadas entre cuyas funciones esté la prevención del consumo indebido, el tratamiento o rehabilitación de las personas afectadas por la drogadicción, o el control del tráfico ilícito de estupefacientes.
Siguiendo con la normativa contenida en la Convención de Naciones Unidas de 1988, se faculta al tribunal para autorizar que, bajo vigilancia policial, los envíos ilícitos o sospechosos de estupefacientes, precursores o químicos esenciales, salgan del territorio nacional, lo atraviesen, entren o circulen en él, con el propósito de individualizar y detener a todas las personas que participan en el delito. Esta técnica, que se denomina "entregas vigiladas", constituye una herramienta útil para identificar tanto a los propietarios de las substancias antes referidas, como a quienes están destinadas, evitando las sola detención de los que actúan únicamente como transportadores y la impunidad de los demás partícipes, como suele ocurrir normalmente.
Al respecto, puntualizó que la gran mayoría de las personas procesadas condenadas por el delito de tráfico de estupefacientes son los traficantes menores, que se denominan "burreros", quienes cargan o trasladan la droga, o participan en el micro tráfico. Si no existe la posibilidad de seguir, a través de entregas vigiladas, toda la red, resulta imposible detener al mediano y al alto traficante. Esta es una institución que se ha aplicado con éxito para combatir el narcotráfico, en los países en que ha sido adoptada.
Continuó señalando que, reconociendo la necesidad ineludible de la cooperación judicial a nivel internacional, atendido el carácter transnacional de estos delitos, el proyecto faculta al juez del crimen para requerir, y otorgar a la vez, la más amplia colaboración a tribunales extranjeros, conforme a los tratados internacionales suscritos por el país.

La complejidad que revisten las investigaciones de los ilícitos a que se refiere el proyecto y los medios con que cuenta la delincuencia organizada par eludir la acción de la justicia y los controles policiales, aconsejan, previa autorización judicial, permitir la intervención, apertura o registro de las comunicaciones o documentos privados o la observación de sospechosos, por un breve período, sancionándose todo abuso que pudiere cometerse en el ejercicio de estas atribuciones.

Es así que, debiendo reconocer la valiosa colaboración que pueden entregar a la investigación los que de alguna forma hayan participado en el delito -manifestó-, la iniciativa considera motivo de atenuación la cooperación eficaz, facultando al juez para rebajar la pena en este caso hasta en dos grados, y decretar medidas para la protección de quien colabore.

Asimismo, y como otra forma de resguardo de la integridad de estas personas y de agentes encubiertos e informantes, indicó que se faculta al juez para mantener el sumario en carácter secreto durante toda su instrucción.

Desde otro punto de vista, apuntó, el proyecto busca abordar, de manera distinta a la actual, el fenómeno del consumo indebido de drogas estupefacientes y sicotrópicas, sancionando a los mayores, de 18 años que sean sorprendidos consumiendo esas sustancias, con penas alternativas –incorporadas al proyecto de la H. Cámara de Diputados- de multa de un vigésimo de ingreso mínimo mensual a cuatro ingresos mínimos mensuales; suspensión de la licencia de conducir; trabajos de colaboración con la autoridad municipal o participación obligatoria en programas de prevención o rehabilitación. En caso de reincidencia, los consumidores deberán ser penados con dos o más de esas sanciones o con prisión en su grado mínimo.
A este respecto, señaló que, a juicio del Ejecutivo, como está concebida la pena de "trabajos de colaboración con la autoridad municipal" -que en otros proyectos de ley ha sido establecida como pena alternativa, a solicitud del transgresor- es de dudosa constitucionalidad, puesto que estaría transgrediendo tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes, en razón de lo cual se está estudiando una indicación sustitutiva. Precisó que, sólo en casos muy calificados por el peligro a que lleva el consumo de estas drogas para la actividad que los infractores desarrollan, se ha sancionado esa conducta como delito.
En esta materia, el proyecto original planteaba, a diferencia de lo que hoy existe, que el consumo, tanto público como privado, no es constitutivo de delito. Sin embargo, apuntó, establecer que el consumo en lugares públicos sea considerado como delito, persigue fundamentalmente enfatizar frente a la juventud los daños que produce el consumo, en especial en los sectores de más bajos recursos, donde está enclavado el liderazgo y basta que el líder consuma para que exista imitación. No es el propósito último sancionar al transgresor, a quien debe considerárselo como un enfermo.
La H. Cámara de Diputados, puntualizó, enmendó esta disposición en el sentido de que también se sancione el consumo privado. Al respecto, manifestó que este consumo debe ser analizado con extremo cuidado, en la medida que, si se participa del concepto que la drogadicción es una enfermedad y el adicto difícilmente podrá dejar de consumir, el consumo estrictamente privado no debiera ser sancionado. No obstante, añadió, existen dudas respecto de otros tipos de conductas, como, por ejemplo, la concertación entre dos o más personas para consumir drogas, sobre todo las "pesadas" o "pastas" ,que producen grave daño. Incluso, expresó, se ha constatado el arriendo de casas como centros de consumo.

Es por esto -anunció-, que se está estudiando la posibilidad de efectuar indicaciones para reducir la amplitud con que la H. Cámara de. Diputados aprobó la sanción al consumo. La situación anterior también debe relacionarse con la legislación existente para los delitos flagrantes, donde el sospechoso puede ser detenido mediante el allanamiento de una propiedad sin autorización judicial.
También se ha establecido, en el caso de los oficiales y del personal de gente de mar de dotación de buques de la marina mercante nacional, de naves y artefactos navales, de funcionarios de Gendarmería y de la Policía de Investigaciones, de militares en alguno de los lugares o situaciones señalados en el artículo 5° número 3 del Código de Justicia Militar y del personal aeronáutico que desempeñe sus funciones bajo los efectos de estas drogas, la sanción como delito del consumo respectivo, ampliando la única figura que hoy castiga este consumo, contenida en el artículo 193 del Código Aeronáutico.

Pasando a una materia distinta, observó que, en concordancia con las recomendaciones sobre Tratamiento de Reclusos Extranjeros, de Naciones Unidas, el proyecto de ley permite el cumplimiento de la pena en el país de origen de los condenados extranjeros, cuando existan tratados bilaterales.
Además, la iniciativa modifica la Ley Orgánica de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, confiriendo a la autoridad marítima facultades para la retención y registro de naves sospechosas de ser utilizadas en el tráfico ilícito. Asimismo, autoriza arraigarlas y ponerlas a disposición de los tribunales competentes, cuando se comprobare la existencia de hechos constitutivos de alguno de los delitos sancionados en el proyecto.

El proyecto de ley reproduce disposiciones vigentes, como la de considerar que existe reincidencia cuando la persona ha sido condenada por hechos constitutivos de estos delitos en sentencias extranjeras ejecutoriadas, y existen otras instituciones jurídicas que también se incorporan a la legislación, entre las que está la de los testigos encubiertos. Todo ello, con el objeto de intentar desarticular las redes del narcotráfico, con expresa consideración de los derechos y garantías fundamentales. Es así que, salvo en el caso de la preinvestigación -que no reviste carácter jurisdiccional-, debe obtenerse la autorización judicial respectiva para poder realizar las actuaciones que se han descrito, que son por tiempo limitado y que contemplan severas sanciones en caso de abuso de poder.
Sostuvo que el Gobierno está convencido que, con la aprobación de esta iniciativa, los Tribunales contarán con un instrumento más eficaz para enfrentar el grave problema del tráfico ilícito de drogas en nuestro país.
No obstante ello, reconoció, la dictación de esta ley, por sí sola, no es suficiente, y es imprescindible continuar incrementando fuertemente los planes de prevención del consumo de drogas, para alejar especialmente a nuestros jóvenes de esa práctica nociva. Pero también se está consciente de que todo lo que se haga para disminuir el tráfico Ilícito de estupefacientes, es una contribución al objetivo último de nuestra política nacional en esta materia: hacer de Chile un país libre de drogas.

Estimó que, si bien el proyecto contiene algunos tópicos que pueden ser objeto de opiniones divididas, debe tenerse presente que algunos países, como Holanda, buscando una forma de enfrentar el problema, han autorizado el consumo de droga "liviana", y su venta libre. La experiencia que existe sobre la materia -apuntó-, es que aumenta el consumo en dos veces.
-La comisión compartió plenamente los fundamentos de este proyecto de ley, y, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Soto y señores Fernández y Pacheco, lo aprobó en general.

DISCUSION PARTICULAR
Artículo 1º

Sanciona a los que, sin contar con la autorización competente, elaboren, fabriquen, transformen, preparen o extraigan substancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas, tanto si éstas son productoras de dependencia física o síquica, y capaces de provocar graves efectos tóxicos o daños considerables a la salud pública, .como si no producen tales efectos, caso en el cual la pena prevista para las conductas anteriores puede rebajarse hasta en dos grados.
Además, presume partícipes de este delito a quienes tengan en su poder objetos comúnmente destinados a la realización de algunas de esas conductas.

Esta norma mantiene la misma formulación del delito contemplada en la actual y que tenía en la ley N° 17.934, de 1973. Solamente existe una modificación en el inciso primero, que fue introducida por la H. Cámara de Diputados, con el objeto de evitar el uso en la misma frase de las voces "productoras" y "producir", que motivó el reemplazo de esta última por "provocar.
La disposición, además, contiene las penas para los delitos de elaboración -y que se aplican, luego, en el artículo 5°, al delito de tráfico-, haciendo la distinción tradicional entre las drogas que son capaces de provocar graves efectos tóxicos o daño considerable a la salud pública, y aquellas que no producen tales efectos. Esta distinción se refleja en el Reglamento, que contiene a enumeración de las sustancias que están en la primera situación, por ejemplo la cocaína y la heroína, y las que están en la segunda, por ejemplo la marihuana, siguiendo las recomendaciones efectuadas por las Naciones Unidas.
Desde el punto de vista punitivo, esta distinción entre un tipo y otro de drogas es importante, ya que en el segundo caso se faculta al juez para rebajar la Pena hasta en dos grados.
El inciso tercero corresponde a una norma que existía en el artículo 19, inciso cuarto de la ley N° 17.934 Y que no fue considerada en la ley actual, que presumía autores del delito a aquellos que tienen sin autorización los elementos necesarios para la elaboración de drogas. Dicho precepto -según informaron los señores representantes del Ejecutivo- fue de mucha utilidad en diversos procesos seguidos por el Estado, porque permitió sancionar en calidad de elaboradores a sujetos cuyas conductas se encontraban en un estado preparatorio anterior a la consumación.
La Comisión analizó si la utilización de la palabra "partícipes", que se encuentra en el inciso mencionado, resulta jurídicamente adecuada, o si es procedente hablar de "autores", como lo establecía la ley N° 17.934.

Tuvo en cuenta que en el proyecto original del Ejecutivo se establecía la presunción de autoría del delito, y que en el H. Cámara de Diputados se reemplazó por la de participación -comprensiva de la autoría, la complicidad y el encubrimiento- y agregó la expresión "legalmente", término que parece innecesario ya que no existen, en materia penal, las presunciones de derecho. Por lo anterior, creyó que, desde una perspectiva de técnica jurídica, resulta más adecuado utilizar la expresión "autores", y dejar entregado al juez la eventual modificación del grado de participación, o la liberación de responsabilidad del inculpado, sobre la base de la prueba que se reúna en el proceso.

Los señores representantes del Ejecutivo coincidieron con esos puntos de vista, añadiendo que resulta muy difícil encontrar grados de complicidad en estos delitos, y que la Excma. Corte Suprema ha afirmado su jurisprudencia en el mismo sentido por el que se ha inclinado la Comisión.

- En consecuencia, la Comisión, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco, aprobó en forma unánime este artículo, con las modificaciones aludidas.

Artículo 2°

Castiga a las personas que, sin contar con la competente autorización, siembren, planten, cultiven o cosechen especies vegetales del género cannabis u otras productoras de sustancias estupefacientes o sicotrópicas. Con todo, si justifican que esas especies están destinadas a su uso o consumo personal exclusivo y próximo en el tiempo, se les sancionará como falta.

Además, permite rebajar la pena en un grado según la gravedad de los hechos y las circunstancias personales del inculpado, y prohibe otorgar la mencionada autorización a los procesados o condenados por esta ley, o a las sociedades de que formen parte.

El Ejecutivo presentó indicación para reponer el inciso tercero del Mensaje, con el objetivo de establecer que la autorización en cuestión deberá ser otorgada por el Servicio Agrícola y Ganadero.

Al respecto, los señores representantes del Ejecutivo recordaron que, pese a que esta figura penal existe en la ley vigente, siempre se han manifestado dudas en cuanto a la autoridad competente para, otorgar las autorizaciones para sembrar, plantar, cultivar y cosechar especies del género cannabis u . otras productoras de estupefacientes o sicotrópicos.

Explicaron que el Servicio Agrícola y Ganadero es el más adecuado asumir esta función, puesto que cuenta con oficinas regionales en todo país, posee facultades de fiscalización y funcionarios con conocimiento de las distintas especies vegetales.

Añadieron que en la H. Cámara de Diputados se debatió ampliamente si debía el Servicio solicitar un informe a Carabineros de Chile o a la Policía de Investigaciones. Sobre este punto, anticiparon que en el reglamento que se está elaborando se señala que debe requerirse un informe al Intendente de la Región en que se encuentre ubicado el predio, en cuanto a la conveniencia de la plantación. Así se logra, precisaron, una acción conjunta de la autoridad técnica competente y de la autoridad administrativa y política.
La Comisión aprobó la indicación y este artículo por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco, con una sola modificación formal.
Artículo 3°
Pena a quienes, contando con la autorización a que se refiere el artículo anterior, desvíen o destinen al tráfico ilícito algunas de las especies vegetales señaladas o sus rastrojos, florescencias, semillas u otras partes activas. Este artículo es una disposición nueva, que se explica por la necesidad de que quienes cuenten con la autorización del Servicio Agrícola y Ganadero y defrauden esa confianza desviando las plantaciones al tráfico ilícito, reciban la sanción más grave.
La Comisión aprobó este artículo ,por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
Artículo 4°
Sanciona al que, teniendo autorización para efectuar las siembras, plantaciones, cultivos o cosechas antes mencionadas, abandonare por negligencia o descuido, en lugares de fácil acceso al público, plantas o partes activas de ellas, o que no cumpliere las obligaciones establecidas en el reglamento sobre cierro y destrucción de tales especies.

El cambio que se introduce en relación a la ley actual lugares de fácil acceso al público en vez de lugares públicos o de fácil acceso-, es sólo de reacción, y comprende ambas situaciones.
-Se aprobó por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
Artículo 5°
Hace aplicables las mismas penas establecidas en el artículo loa los que trafiquen, a cualquier título, con las sustancias a que se refiere dicho artículo o con las materias primas que sirvan para obtenerlas, y a los que, por cualquier medio, induzcan, promuevan o faciliten el uso o consumo de tales sustancias.
Añade que se entenderá que trafican los que realicen las conductas que señala sin contar con la autorización competente, salvo que justifiquen que tales sustancias o materias primas están destinadas a un tratamiento médico o a su uso personal exclusivo y próximo en el tiempo, caso en el cual se aplicarán las normas de las faltas.
Termina sancionando al conductor o personal de medios de transporte que transporten algunas de dichas sustancias o consintieren en que otros las transporten, con la suspensión o cancelación de su permiso o licencia de conducción, según la gravedad de la infracción.

El Ejecutivo presentó indicación para eliminar el inciso tercero, que contempla la aludida pena accesoria a quienes transporten drogas o sustancias estupefacientes. Señalaron los señores asesores del Gobierno que, en un comienzo, dicha pena sólo se consideraba para el personal de vuelo, y que, al ampliarse a otros medios de transporte, resulta exagerado en algunos casos de gran habitualidad, como por ejemplo el chofer de un taxi, porque la suspensión o cancelación de la licencia de conducción reviste a la pena de un carácter en extremo gravoso, lo que desvirtúa su carácter de accesoria.
-La Comisión compartió el fundamento de la indicación, por lo que dio su asentimiento a la eliminación del inciso tercero del artículo, y en seguida, aprobó el artículo. Los acuerdos se adoptaron por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.

Artículo 6°

Castiga la producción, fabricación, elaboración, distribución, transporte, comercialización, importación, exportación, posesión o tenencia de precursores o de substancias químicas esenciales, a sabiendas que su finalidad es la preparación de drogas estupefacientes o sicotrópicas para perpetrar; dentro o fuera del país, algunos de los delitos previstos en esta ley.
Los precursores son sustancias que se utilizan en la elaboración de la droga mediante su incorporación en la molécula de la misma; uno de los más conocidos es el ácido lisérgico, que se incorpora en el LSD. Por su parte, las substancias químicas de uso más común son el alcohol y el éter, que se utilizan en la elaboración de drogas como la cocaína, y simplemente sirven para sintetizar la sustancia, y no se incorporan en ella.

Los señores representantes del Ejecutivo explicaron que existe una tendencia mundial, recogida en la Convención de las Naciones Unidas del año 1988 -artículo 3°, N° 1, letra a)- a poner trabas y evitar que estos elementos lleguen sin fiscalización a los centros de producción de la droga. Así, por ejemplo, nuestro país ha desarrollado un programa de actividades en conjunto con las autoridades de Bolivia con el objeto de cautelar que las sustancias de que la provee -y que permitirían la elaboración de clorhidrato de cocaína- no se desvíen al tráfico ilícito de drogas.

Señalaron que, en concordancia con la normativa internacional, nuestro país debería sancionar la tenencia o manipulación de estas sustancias cuando tienen como destino la elaboración ilegal. Advirtieron que la Organización de los Estados Americanos propone una normativa bastante más estricta y que supone desde licencias para producir o importar estas sustancias, hasta consumirlas, en todo el proceso de distribución y venta. Concluyeron informando que el Reglamento enunciará dichas sustancias, sobre la base de las normas aprobadas al efecto por las Naciones Unidas.
La Comisión aprobó este artículo por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.

Artículo 7°

Sanciona a quien, estando autorizado para suministrar las sustancias o drogas a que se refiere el artículo 1° de esta ley, o las materias primas que sirvan para obtenerlas, lo hiciere en contravención de las disposiciones legales o reglamentarias. Sin perjuicio de la pena privativa de libertad y la multa, atendidas las circunstancias del delito podrá además imponerse la medida de clausura temporal o definitiva del establecimiento y la prohibición de participar en otro establecimiento de igual naturaleza.
El caso típico de quien puede incurrir en esta conducta es el del químico farmacéutico, cuya habitualidad -según informaron los señores representantes del Ejecutivo-, se está haciendo creciente.

-Fue acogido por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
Artículo 8°
Pena al médico, dentista,.matrona o veterinario que recetare alguna de las substancias señaladas en el artículo 1°, sin necesidad médica o terapéutica.
Los señores representantes del Ejecutivo comunicaron que, según lo han manifestado las autoridades de salud, son estos profesionales los únicos autorizados para recetar el tipo de sustancias de que se trata.
Añadieron que, para demostrar la necesidad médica de la receta normalmente sería necesario realizar un peritaje, no obstante haberse eliminado de la ley su obligatoriedad. Con todo, en la práctica judicial la ocurrencia de este delito es frecuente, y el Consejo de Defensa del Estado se ha hecho parte en alrededor de 30 casos, donde la generalidad de las acciones consiste en ventas masivas de recetas para adquirir estupefacientes, llegando al extremo de que en un caso se vendieron más de 1.000 recetas de esta naturaleza, bajo identidades falsas y domicilios desconocidos.
Por ello -subrayaron- en el hecho no se presentan problemas de discusión técnica sobre la necesidad de una substancia, sino que simplemente de ventas de recetas, muchas veces a personas que las compran y las trafican, y otras a farmacéuticos que las adquieren con el propósito de atender las necesidades de esta organización criminal. Habitualmente, estos casos se detectan por la existencia de recetas falsificadas o de recetas en blanco, y se ve facilitada la labor policial por el control computacional de todas las recetas que se emiten para estupefacientes.
-La Comisión aprobó este artículo por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
Artículo 9°
Sanciona al propietario, arrendatario, administrador o tenedor, a cualquier título, de un bien. raíz que lo entregue a otra persona a sabiendas que lo utilizará para elaborar, almacenar, expender o permitir el consumo de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, o para sembrar. o plantar especies vegetales productoras de dichas sustancias en contravención de las prohibiciones o restricciones legales.

Castiga, asimismo, al propietario, arrendatario, administrador o tenedor, a cualquier título, de un establecimiento de comercio, cine, recinto deportivo, establecimiento educacional de cualquier nivel u otro de similar naturaleza abierto al público, que sabiendo o no pudiendo menos que saber la ocurrencia de tales hechos, o que, sin tomar las debidas precauciones, permita o tolere habitualmente el tráfico o consumo de drogas.
El Ejecutivo presentó indicación para sustituir el inciso segundo, en el sentido de agregar dentro de los recintos señalados, a los hoteles, bares, restaurantes y centros de baile y música, eliminando, al mismo tiempo, a los establecimientos educacionales. También cambia la referencia, en cuanto a que el tenedor de tales establecimientos no pueda menos que "saber" la ocurrencia de esos hechos, por otra, en el sentido de que no pueda menos que "representarse" su ocurrencia.

El sentido de este inciso -que es nuevo- es sancionar a aquellas personas que están a cargo de determinados lugares donde se realiza, habitualmente, tráfico o consumo de drogas -por ejemplo, algunas discoteques-, que, en lugar de evitar estas conductas, las toleran o incluso las fomentan como parte de sus actividades de distracción.

Los señores representantes del Ejecutivo explicaron la indicación señalando que tiene por objeto, por una parte, hacer más descriptiva la referencia a los establecimientos en los cuales puede realizarse las conductas que se sancionan, mediante la incorporación, por ejemplo, de los hoteles. Por otro lado excluye a los establecimientos educacionales, ya que resulta difícil pensar que un director de un colegio permita o tolere habitualmente el consumo tráfico de drogas en el interior del mismo; Puntualizaron que la experiencia corrobora este criterio, ya que no se conoce la presencia de situaciones semejantes en dichos establecimientos.

La Comisión compartió la posición sustentada por el Ejecutivo, con la sola salvedad de que prefirió emplear la forma verbal "prever" en lugar de "representarse", por estimarla de mayor comprensión.

-En consecuencia, aprobó la indicación, con el cambio referido, y el artículo, por la unanimidad de los miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
Artículo 10

Tipifica como delito el suministro a menores de 18 años de productos que contengan hidrocarburos aromáticos, en proporción suficiente para producir efectos tóxicos o sicotrópicos, sabiendo o debiendo saber que están destinados a su consumo por dichos menores. Dispone también que el tribunal deberá solicitar informe del Servicio de Salud correspondiente.
Esta norma busca enfrentar el consumo de "neoprén" por parte de menores, conducta que presenta habitualidad en la población infantil y adolescente de escasos recursos, tanto en nuestro país, como en otros países en desarrollo.
La Comisión, para una mejor técnica legislativa, y en concordancia con lo resuelto al estudiar la indicación formulada al artículo anterior, optó por reemplazar la expresión "o debiendo saber" por "no pudiendo menos que prever”.
-Con la enmienda señalada, la Comisión aprobó el artículo, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
Artículo 11
Atribuye carácter de delito al consumo o el porte de substancias estupefacientes o sicotrópicas por parte de los oficiales y el personal de Gente de Mar de dotación de buques de la marina mercante, de naves especiales y de artefactos navales, que se realice a bordo de ellas o en el cumplimiento de sus funciones, y la realización de alguna de las mismas conductas, en actos de servicio, por el personal de Gendarmería de Chile o de la Policía de Investigaciones.
Lo anterior, a menos que justifiquen el uso, consumo, porte o tenencia de dichas sustancias en virtud de prescripción médica.
Esta disposición penaliza el consumo de drogas o sustancias estupefacientes o sicotrópicas en casos excepcionales, atendida la función que realiza el sujeto activo del delito. En este caso se trata de los Oficiales y de la Gente de Mar, del personal de Gendarmería y de la Policía de Investigaciones de Chile, y más adelante -en el artículo 52- se comprende al personal de las Fuerzas Armadas y de Carabineros de Chile, que incurre en estas conductas en actos de servicio. En el artículo 53, se hace extensiva al personal aeronáutico, y no sólo al de vuelo, por cuanto la gravedad de la conducta justifica que también se sancione, por ejemplo, a quien se desempeña en la torre de control de un aeropuerto bajo la influencia de alguna de estas drogas o substancias.
En los demás casos, la ,sanción al consumo se regula como falta, en el artículo 41 del proyecto.
-La Comisión aprobó el artículo por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
Artículo 12

Sanciona a quien, de cualquier modo y a sabiendas, participe o colabore en el uso o destino que se de o se pretenda dar a bienes, valores o dinero, o a cualesquiera utilidad, provecho o beneficio originados en la perpetración de algunos de los delitos contemplados en la ley, o de hechos acaecidos en el extranjero que se consideran corno delito en este cuerpo legal.
Indica, asimismo, los actos que deben entenderse uso o destino de los bienes aludidos precedentemente.
El objetivo de esta disposición es castigar lo que se conoce como "lavado de dinero" en su concepción amplia, según lo señala la Convención de las Naciones Unidas del año 1988 en su artículo 3°, N° 1, letra b), sea que el delito se cometa en Chile y las utilidades se inviertan en el país, o sea que se refiera a hechos que se cometan en el extranjero que sean considerados como delitos en nuestro país.
El elemento fundamental del tipo es el conocimiento que tiene una persona de estar interviniendo en la conducta de lavado de dinero, es decir, que está invirtiendo o utilizando los beneficios originados por el tráfico de drogas o de substancias estupefacientes o sicotrópicas.
-El artículo fue aprobado por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
Artículo 13
Faculta, exclusivamente, al Consejo de Defensa del Estado, para iniciar los juicios criminales por el delito de "lavado de dinero", una vez concluida la investigación preliminar que se regula en los artículos siguientes.
Concordaron los HH. señores integrantes de la Comisión en que la aludida conducta punible hace que la investigación sea de suyo compleja, ya que las organizaciones criminales utilizan todos los recursos a que pueden acceder para ocultar el origen ilegal de las ganancias que provienen del delito. Es decir, buscan romper la vinculación del delito con las ganancias correspondientes, introduciendo estas utilidades en los sistemas legales, para luego usarlas.
Acotaron los señores representantes del Ejecutivo que, con tal propósito, dichas organizaciones no escatiman en esfuerzos ni en gastos, como el pago de impuestos, o una pérdida estimada del 20% al 30% de las respectivas utilidades en ocultar sus actividades con otras de fachada.
Continuaron expresando que, dada la complejidad de este delito, los Estados deben actuar con equipos multidisciplinarios, razón por lo cual no resulta oportuno que un tribunal, frente a cualquier denuncia que realice un particular, inicie una actuación que puede no tener éxito. Por otra parte, si bien es cierto resulta indispensable establecer, como Estado y como sistema económico, una sanción para el denominado "lavado de dinero" ello no puede permitir que la figura penal se preste para finalidades distintas, como desprestigiar a otras personas mediante una simple denuncia sin mayores fundamentos.

Ello, destacaron, justifica la existencia de una investigación preliminar como la que se propone en la iniciativa, en una fórmula que busca equilibrar, por una parte, la penalización de esta conducta, y por otra, proteger y salvaguardar a la mayoría, que son los legítimos inversionistas, tanto nacionales como extranjeros.
En consideración a estos antecedentes, se reservó, en primer lugar, el ejercicio de la acción penal a un organismo responsable, de forma tal que fuera ejercida luego de concluir una investigación integral con los recursos necesarios para poder comprobar la efectividad del hecho delictivo y, eventualmente, la participación.

Hicieron hincapié en que la naturaleza de la investigación no es judicial sino que administrativa, de carácter no contenciosa, y tiene por objeto recopilar las pruebas acerca del delito y de los partícipes. Se propone como organismo competente al Consejo de Defensa del Estado, que se asemeja en alguna medida al Ministerio Público, y tiene, de acuerdo a su nueva ley orgánica, un carácter autónomo, lo que, sumado a su naturaleza de organismo colegiado da garantías de buen uso de la facultad investigadora que se le confiere, entre otros motivos, porque para el inicio de dicha investigación se requiere los dos tercios de sus consejeros en ejercicio, quórum que también se exige para el ejercicio de la acción penal.
La Comisión aceptó estos planteamientos, sin perjuicio de que, al estructurarse el nuevo Ministerio Público, se considere la posibilidad de entregarle las atribuciones para conocer de los delitos de lavado de dinero
-El articulo se aprobó con el voto unánime de los miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco. 
Artículo 14

Entrega al Consejo de Defensa del Estado la facultad de recibir las denuncias e informaciones que cualquier persona o entidad posea respecto de las conductas de "lavado de dinero" y de ordenar, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, la investigación de los hechos, y consulta normas sobre la colaboración que se le preste.
-Se acogió por unanimidad, con la misma votación anterior.
Articulo 15
Autoriza al Consejo de Defensa del Estado para imponerse de cualquier sumario penal o de otro proceso reservado o secreto en que se sospeche fundadamente la existencia de antecedentes acerca de hechos que configuren alguno de los delitos de "lavado de dinero".
-La Comisión, con el voto unánime de los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco, lo aprobó sin modificaciones.
Articulo 16
Permite al Consejo de Defensa del Estado requerir directamente colaboración a las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado, centralizada o descentralizada, y de las entidades de derecho privado en que el Estado o sus instituciones tengan aportes o participación igualitaria o mayoritaria.
Le concede atribuciones, además, para requerir a los bancos u otras entidades financieras, antecedentes sobre cuentas corrientes bancarias, depósitos u otras operaciones sujetas a secreto o reserva. Los notarios, conservadores y archiveros, a su vez, deberán entregar en forma expedita y rápida los documentos que se les soliciten.

El objeto medular de esta disposición es levantar el secreto bancario para los efectos de la investigación preliminar, lo que resulta indispensable para asegurar su éxito.

Manifestaron los señores representantes del Ejecutivo que, sin dicho alzamiento, no reviste ninguna utilidad sancionar el denominado "lavado de dinero", y que esta medida guarda estricta relación con el articulo 5°, N° 3, de la Convención de las Naciones Unidas del año 1988, que establece que el secreto bancario no puede obstaculizar las investigaciones, los procesos y la cooperación internacional.

-Fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
Artículo 17.
Dispone el secreto de la investigación preliminar, y sanciona la violación de dicho secreto, la entrega o difusión de información sobre los antecedentes qué se soliciten, incluso el hecho de haber sido requeridos -prohibición y sanción que se aplicará a cualquier medio o forma de comunicación-, y la resistencia o negativa a entregar tales antecedentes.
Encomienda luego al Consejo de Defensa del Estado perseguir las responsabilidades consiguientes, sin perjuicio de las sanciones disciplinarias y administrativas que correspondan.

Por consiguiente, la investigación tendrá como característica fundamental la de ser secreta, para proteger las legítimas actividades empresariales. La pena que se establece para la violación del secreto podría ser aplicada, incluso, a los funcionarios del Consejo de Defensa del Estado, quienes, de conformidad al artículo 61 de su Ley Orgánica, ya están obligados a mantener reserva sobre los trámites, documentos, diligencias e instrucciones relacionados con los procesos o asuntos en que interviene el Servicio.
-Por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco, se aprobó este artículo, sin modificaciones.
Artículo 18
Otorga al Consejo de Defensa del Estado otras facultades para el cumplimiento de los cometidos que esta ley le señala, entre ellas recoger e incautar documentación y antecedentes probatorios, decretar órdenes de arraigo administrativas, efectuar actuaciones en el exterior y ordenar medidas precautorias.
Para el cumplimiento de tales medidas podrá requerir el auxilio de la fuerza pública, con facultades de allanamiento y descerrajamiento, la que será concedida por Carabineros, con la sola exhibición de la resolución administrativa.

El Ejecutivo formuló indicación sustitutiva para reemplazar el inciso final este artículo, con el objeto de incluir dentro de las fuerzas policiales a la Policía de Investigaciones, además de ligeros cambios de redacción.
El propósito de la indicación, según se señaló por los señores representantes del Ejecutivo, es reparar una omisión al no haberse hecho extensiva la norma a la Policía de Investigaciones.
-La indicación y el artículo fueron acogidos por la unanimidad de los miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
Dejó constancia la Comisión de su parecer en el sentido de que el aludido inciso final de este artículo no tiene carácter de ley orgánica constitucional, a diferencia de la apreciación de la H. Cámara de Diputados, que lo aprobó con el quórum respectivo, por estimar que modificaba el artículo 4° de la ley N° 161, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile.
Piensa la Comisión, por el contrario, que la norma en referencia se inscribe dentro del inciso segundo del mencionado artículo 4° de dicha Ley Orgánica Constitucional, el cual dispone que Carabineros prestará a las autoridades administrativas el auxilio de la fuerza pública que éstas soliciten en el ejercicio legítimo de sus atribuciones, caso que es precisamente aquel de que se trata.

Artículo 19
Señala que, una vez concluida la investigación, e1 Consejo de Defensa del Estado, con los votos de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, resolverá sobre la procedencia de la acción penal. En caso negativo, se ordenará el archivo de los antecedentes, los que permanecerán bajo la custodia del Secretario del Consejo con carácter secreto, sin perjuicio de la devolución de aquéllos que sea procedente.
La Comisión, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco, lo aprobó sin enmiendas.
Artículo 20
Establece que, deducida la acción penal por alguno de los delitos de “lavado de dinero", el juez del crimen deberá adoptar todas las medidas tendientes a evitar el uso o aprovechamiento de los bienes o dineros relacionados con aquél, otorgándole facultades para decretar las medidas precautorias que estime conducentes a evitar la conversión del provecho ilícito en actividades que oculten o disimulen su origen delictual. Además, presume la ilicitud del origen de los bienes aludidos.
-Se acogió por unanimidad de los integrantes presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
Artículo 21
Faculta al Consejo de Defensa del Estado para proporcionar información sobre operaciones sujetas a reserva o secreto, a la entidad extranjera designada por un convenio internacional, para ser utilizada en la investigación de delitos de tráfico de drogas o “lavado de dinero" cometidos fuera de Chile.
Los señores representantes del Ejecutivo explicaron que la disposición tiene como finalidad exclusiva la de aplicar los tratados internacionales sobre la materia, tanto los bilaterales como la Convención de las Naciones Unidas del año 1988, que establecen el procedimiento a seguir para requerir y obtener la información, y otorgan también la facultad para negarla cuando existan fundamentos que será mal utilizada. En el ámbito nacional, el Consejo deberá, cerciorarse del buen uso de la información.

La Comisión participó de la idea de adecuar el precepto a fin de señalar en su encabezamiento que- el Consejo proporcionará la información a solicitud de la entidad de un país extranjero que expresamente haya sido designada en un convenio internacional, dando mayor ciudad sobre el peticionario de la misma.
-En esa virtud, la Comisión, en forma unánime, con el voto de sus miembros presentes HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco, lo aprobó con las enmiendas respectivas.
Artículo 22

Sanciona a quienes se asociaren u organizaren para cometer alguno de los delitos que contempla la ley, por este solo hecho, sea que hubiesen dirigido o aportado capitales a la organización, si simplemente formaron parte de ella o, si voluntariamente y a sabiendas, le proporcionaron cualquier ayuda. 
Esta disposición es más amplia que el actual artículo 11 de la ley N° 18.403, que sanciona a quienes se asociaren u organizaren para “elaborar o traficar" sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas.
-La Comisión lo aprobó por la unanimidad de los HH. Senadores señores, Fernández, Letelier y Pacheco. 
Artículo 23
Establece un agravamiento de las penas en un grado, según las circunstancias y el lugar en que se cometa el delito. Básicamente, reitera la disposición existente en el artículo 21 de la ley actual, con algunas supresiones y modificaciones.
Dentro de las primeras, se elimina el N° 3 del actual artículo 21, que .establece la circunstancia de ejecutar el delito con la finalidad de crear o mantener un estado de dependencia, por cuanto es un elemento subjetivo del tipo que resulta muy difícil poder demostrar. Se suprime también el N° 4 del artículo 21, consistente en cometer el delito aprovechándose de la condición de médico, dentista, químico-farmacéutico, veterinario o de otra profesión que suponga conocimientos especializados o afines sobre la materia, toda vez que no existe razón para elevar la pena en estos casos y no cuando se perpetra el delito por otros profesionales, y además, porque están tipificadas conductas específicas en las que podrían incurrir los profesionales mencionados.
Además, se consulta la exclusión del N° 8 del artículo 21, esto es, de la circunstancia que el delito sea cometido por personas que ejerzan un cargo o empleo en establecimientos de cualquier naturaleza, destinados al proceso de desarrollo integral de los menores. Al igual que en el caso de los médicos. y otros profesionales de la salud, no hay motivos para aumentar la sanción, punitiva por el solo hecho de que el autor esté en la situación descrita, más aún los posibles casos relacionados con establecimientos educacionales darán comprendidos por los nuevos numerales 3 -cuando el delito es cometido en las inmediaciones o en el interior de un establecimiento de enseñanza- y 4, vale decir, el suministro, la promoción o el otorgamiento de facilidades para el uso o consumo de drogas por menores de 18 años de edad.
-Fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
Artículo 24
Dispone sancionar como consumados los delitos establecidos en esta ley, desde que haya principio de ejecución, y pena también la conspiración para cometerlos.
En el artículo 10 de la ley vigente, se sanciona la tentativa y el delito frustrado con las mismas penas del delito consumado, si bien, en el primer caso, se permite al juez rebajarla en uno o dos grados.
La Comisión escuchó las explicaciones de los señores representantes del ejecutivo, en el sentido de que no se justifica la mantención de esta disposición, ya que la jurisprudencia ha sido uniforme en equiparar el delito consumado con la tentativa y el delito frustrado, sin perjuicio de la poca utilidad que ha prestado porque, atendida la forma como están estructurados estos delitos, resulta muy difícil que puedan darse situaciones de tentativa o de delito frustrado, toda vez que cualquier conducta constituye alguno de los tipos penales descritos. Además, desde un punto de vista preventivo, resulta fundamental desalentar y sancionar cualquier acto preparatorio, lo que también aplicable para el denominado "lavado de dinero".
Hicieron notar, en cuanto al concepto de conspiración, o sea, la concertación de, al menos, dos personas para cometer el delito, que, al ser sancionada en nuestro ordenamiento jurídico, va a permitir practicar las extradiciones que sean pertinentes.
-La Comisión lo aprobó por la unanimidad de los HH. Senadores señores Letelier y Pacheco.
Artículo 25
Permite que los instrumentos, objetos o efectos de los delitos de que trata esta ley que hayan sido incautados, se destinen a una institución pública o privada sin fines de lucro, cuyo objetivo sea la prevención, tratamiento o rehabilitación de las personas afectadas por la drogadicción, o el control del tráfico, debiendo ellos hacerse cargo de su conservación.
Da normas especiales para ciertos bienes incautados, y autoriza en determinados casos su enajenación.
El Ejecutivo presentó indicación sustitutiva del inciso primero, a fin de señalar que, de ser destinadas de las especies, habrá de hacerse a una institución del Estado.
Los señores representantes del Ejecutivo informaron que, como consecuencia del general deterioro de los bienes que se encuentran incautados, como por ejemplo automóviles, se ha facultado en ocasiones a las instituciones que custodian estos bienes para que los utilicen en sus fines propios, con la obligación de conservarlos, lo que guarda relación con las recomendaciones existentes en la legislación internacional.
El fundamento de la indicación es que; si se trata de bienes que deben ser devueltos, no parece prudente que sean entregados a instituciones privadas por la responsabilidad que les cabria frente al propietario, toda vez que se trata en general de entidades que no poseen altos recursos.
La Comisión, en el caso del inciso segundo, que se refiere a la incautación de dineros, se manifestó partidaria de consultar la posibilidad de que su depósito, además de cuentas reajustables; pueda hacerse en los valores de igual naturaleza.

-Por unanimidad de los miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco, se acogió la indicación y el artículo, con la modificación aludida.
Artículo 26
Establece que las sustancias estupefacientes o sicotrópicas, las especies vegetales que las produzcan, los precursores y sustancias químicas esenciales, los productos que contengan hidrocarburos aromáticos y, en su caso, las materias primas empleadas en su elaboración, que sean incautadas, serán entregadas al Servicio de Salud que corresponda. Regula el plazo para hacerlo, las sanciones aplicables en caso de retardo, el protocolo de análisis que debe hacer el Servicio y la destrucción de los objetos aludidos.
-Se aprobó, unánimemente, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
Artículo 27
Ordena el comiso, en especial, de los bienes raíces y muebles; todo instrumento que haya servido o hubiese estado destinado a la comisión de alguno de los delitos contemplados en esta ley; los efectos que de ellos provinieren, y las utilidades que hubiesen originado, como asimismo los bienes facilitados, o adquiridos por terceros a sabiendas de su procedencia o destino.
Lo mismo se aplicará respecto de las sustancias incautadas a que alude el artículo 26, de las materias primas y de otros instrumentos utilizados, o destinados a ser utilizados, en cualquier forma, para cometer algunos de los delitos sancionados en esta ley.
En relación con esta materia, la Asociación Nacional de Armadores hizo llegar a la Comisión su inquietud, por cuanto estimó que los jueces podrían ordenar el comiso de las naves cuando algunos de los miembros de la tripulación cometa un delito tipificado en la ley.

Sostuvo esa entidad, haciendo referencia a la legislación comparada, que dicha medida no existe por regla general, y sólo se acepta en el caso comprobado de participación directa del dueño o armador de la nave en el delito. 

Con el objeto de lograr un mayor grado de seguridad jurídica en relación a este tema, sugirió que se especificase que el comiso procederá respecto del dueño, armador, u operador de naves únicamente cuando se compruebe su participación. culpable, y se permitiese la liberación del medio de transporte, previo deposito de una garantía.
Al respecto, los señores representantes del Ejecutivo sostuvieron que la iniciativa no contiene norma especial alguna que agrave o perjudique los intereses de los armadores o propietarios o de cualquier otro tercero ajeno al ilícito, sino que mantiene la normativa común aplicable a todos los objetos, vehículos, naves o aeronaves que pudieran ser utilizados en la comisión de algunos de los delitos que se contemplan.
Advirtieron que el comiso o pérdida de los efectos. o instrumentos del delito es una pena establecida de manera general en el artículo 21 del. Código Penal: cuerpo legal que, en el artículo 31, señala que la pena impuesta por un crimen o simple delito, lleva consigo la pérdida de los efectos que de él provengan y de los instrumentos con que se ejecutó, a menos que pertenezcan a un tercero no responsable del crimen o simple delito. De tal forma, hay claridad en cuanto a que la pérdida de la nave no puede imponérsele al armador de la misma, a menos que se le compruebe participación en el delito y se le condene en cuanto autor, cómplice o encubridor del mismo.

En lo referente a la retención e incautación de la nave, puntualizaron que el juez del crimen competente está debidamente facultado para proceder a su devolución a quien justifique ser el legítimo titular de los derechos sobre la misma, mediante un procedimiento expedito, debiéndose limitar la retención o la incautación al tiempo necesario para cumplir las diligencias sumariales relacionadas con el delito cometido.
La Comisión dejó constancia que la inquietud de la referida entidad queda; por tanto, plenamente satisfecha, toda vez que el artículo en cuestión no se aparta de las normas básicas relativas al comiso que contiene el Código Penal, en orden a que es una pena accesoria, que se dispone en la sentencia definitiva y consiste en la pérdida de los efectos u objetos del delito, siempre y cuando no pertenezcan a un tercero ajeno a la conducta ilícita.
-En esa virtud, la Comisión aprobó el artículo por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
Artículo 28
Dispone que la mitad del producto de la enajenación de bienes decomisados, así como los dineros y multas, ingresarán al Fondo Nacional de Desarrollo Regional de la Región en que se cometió el delito, debiendo utilizarse preferentemente en programas de prevención y rehabilitación del uso de drogas, y la otra mitad irá a rentas generales de la Nación. Además, confía al Ministro de Bienes Nacionales, con el acuerdo del Ministerio del Interior, la decisión sobre enajenar los bienes o destinarlos o donarlos a alguna institución sin fines de lucro, que tenga las finalidades mencionadas.
El Ejecutivo formuló indicación para reemplazar el inciso primero, a fin de que ingrese la totalidad del producto referido a rentas generales de la Nación.
El señor Ministro de Justicia explicó que esta indicación tiene un doble fundamento: la política de que, en general, no se establezcan finalidades específicas para los ingresos fiscales y el hecho de que, en la forma en que se encuentra aprobada la disposición, se beneficiaría principalmente a la Región Metropolitana de Santiago, toda vez que es en ella donde se realiza mayor número de decomisos.
La Comisión, no obstante, se manifestó partidaria de mantener como destino de la mitad de los dineros el Fondo Nacional de Desarrollo Regional, pero eliminando la referencia a la Región en que se cometió el delito. Resolvió también suprimir la expresión "preferentemente", para que los dineros se destinen, de modo necesario, a programas de prevención y rehabilitación del uso de drogas.
En esos términos, al ingresar los dineros a este Fondo se permitirá una distribución equitativa y más programada en relación a los lugares que requieran, especialmente, de las actividades mencionadas, como refuerzo en la lucha contra la drogadicción.
-En consecuencia, la Comisión rechazó la indicación del ejecutivo y aprobó el artículo con los cambios reseñados; todo ello por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
Artículo 29

Faculta al juez del crimen correspondiente para autorizar que los envíos ilícitos o sospechosos de drogas, precursores o sustancias químicas esenciales salgan del país, lo atraviesen, entren o circulen en él, con el propósito dé individualizar a los partícipes. En cualquier momento podrá ordenar la detención de los partícipes o la incautación de las sustancias, si estima que se pone en peligro la comprobación del cuerpo del delito o se facilita la huida de los hechores; y solicitar de las autoridades policiales y judiciales extranjeras la remisión de los elementos de convicción necesarios.
La finalidad de la norma, según expresó el señor Ministro de Justicia. responde a consagrar, en nuestro ordenamiento jurídico, una institución que se encuentra establecida en el derecho comparado, y se ha dado en llamar "entregas vigiladas". Consiste en la facultad judicial de autorizar, cuando se ha detectado que existe un tráfico, el envío controlado de las sustancias estupefacientes con el objeto de descubrir toda la red, es decir, tanto el destinatario como el proveedor o productor de ellas. Esta técnica, agregó, se consulta en el artículo 11 de la Convención de las Naciones Unidas del año 1988, y la originalidad radica en la facultad del juez de suspender la autorización en cualquier momento, si observa que existen riesgos para la operación.
En el seno de la Comisión, se manifestó una aprensión en relación a la facultad que se le concede al juez para solicitar de las autoridades policiales y judiciales extranjeras elementos de convicción para acreditar el hecho delictuoso en el país; por la posibilidad de que se esté alterando el sistema existente, que exige al tribunal, para estos efectos, recurrir a la Corte Suprema.
El señor Ministro de Justicia, al respecto, explicó que la aplicación de esta norma y de las demás que contiene la iniciativa, tendrá como base lo establecido en los convenios sobre cooperación internacional, que precisan la autoridad que puede ejercer la atribución que se ha señalado. En su silencio, deberán aplicarse las reglas generales existentes en nuestro ordenamiento jurídico. 

En virtud de la explicación dada por el señor Ministro, la Comisión prefirió dejar expresamente establecido en la disposición que esta facultad será ejercida por los tribunales de conformidad a los convenios internacionales vigentes.

-En consecuencia, la Comisión lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier, Otero y Pacheco. con la enmienda aludida, y otras formales.
Artículo 30
Regula la colaboración internacional, en cuya virtud, de acuerdo a los tratados internacionales, el juez que conozca delitos sancionados por esta ley puede requerirla y otorgarla, siempre que esté destinada al éxito de las investigaciones de los respectivos procesos judiciales. Para estos efectos, se le permite otorgar copias de piezas aún cuando el proceso esté en sumario, y en etapa secreta.
Los señores representantes del Ejecutivo precisaron que esta atribución se ejerce por los tribunales, requiriendo la cooperación pertinente de la autoridad señalada en los tratados internacionales, que tienen designada una autoridad a cargo de la ejecución del mismo. Nuestro país, prosiguieron, ha firmado en el último tiempo cerca de quince convenios bilaterales sobre asistencia judicial recíproca para ejecutar el mandato del artículo 7° de la Convención de las Naciones Unidas del año 1988, cuyo N° 8, dispone precisamente que las partes designarán una o varias autoridades con facultades para dar cumplimiento a las solicitudes de asistencia judicial recíproca o transmitirlas a las autoridades competentes para su ejecución.
La Comisión, con el objeto de lograr una redacción que precise en mejor forma el sentido de la disposición, reubicó la frase en que se consigna que el juez ejercerá la atribución que se concede “de acuerdo con lo pactado en convenciones o tratados internacionales".
-Se aprobó, con la enmienda indicada, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Letelier, Otero y Pacheco.
Artículo 31

Habilita al juez del crimen competente para autorizar, mediante resolución fundada, sin conocimiento del afectado y hasta por 20 días prorrogables, la intervención o registro de comunicaciones o documentos privados o la observación de los sospechosos de intervenir en la preparación o comisión de los delitos de esta ley.
El señor Ministro de Justicia subrayó que la disposición exige que existan fundadas sospechas, es decir, los mismos requisitos que se necesitan, según lo dispone el artículo 252 del Código de Procedimiento penal, para detener a una persona. La diferencia es que, en esta situación, no se materializa la detención con el propósito de seguir la red de tráfico. Agregó que este tipo de delitos requiere de acciones especiales, en la forma en que han sido incorporadas por las Convenciones Internacionales.

El H. Senador señor Otero estimó que la redacción de la norma no es adecuada, por lo que anunció su abstención, ya que, en los términos en que está concebida, afectaría garantías constitucionales relacionadas con el derecho a la privacidad de las personas, consagrado en el artículo 19, Nº 4, de la Constitución Política. A vía de ejemplar, señaló que, al interceptarse las llamadas telefónicas, pueden verse afectados ciudadanos que no tengan ninguna relación con quien trafica, e incluso desconozcan que realiza esta actividad ilícita.
La Comisión aprobó el artículo por mayoría de votos. Los emitieron afirmativamente los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco, y se abstuvo el H. Senador señor Otero.
Artículo 32
Establece que no procederá en estos delitos la atenuante de responsabilidad penal consistente en haber procurado con celo reparar el mal causado o impedir sus ulteriores perniciosas consecuencias, no obstante lo cual será atenuante la reparación efectiva del daño que alguna persona determinada pudo sufrir con ocasión de dicho delito.
Los señores representantes del Ejecutivo indicaron que para los narcotraficantes el depósito de una suma de dinero no reviste mayor dificultad, de forma tal que se optó por hacer improcedente la atenuante que el Código Penal contempla al efecto. Sin embargo, se admite como atenuante la reparación del daño específico causado a una persona determinada.
La Comisión se manifestó contraria a la procedencia como atenuante de la reparación efectiva del daño causado a una persona, por cuanto desvirtúa la finalidad de la norma, atendido que generalmente la cantidad de los afectados por el delito es imposible de determinar pero en todo caso es muy alta.
-En consecuencia, la Comisión lo aprobó, con la supresión de su inciso segundo, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier, Otero y Pacheco.
Artículo 33
Considera como circunstancia atenuante de responsabilidad penal la cooperación eficaz con la autoridad administrativa, policial o judicial, que significar la reducción de hasta dos grados en la pena. Regula además el otorgamiento de medidas de protección a quien preste dicha cooperación y su familia

El señor Ministro de Justicia explicó que esta institución recoge las normas de la ley N° 19.172, sobre arrepentimiento eficaz, y de la ley N° 18.314, que determina las conductas terroristas y su penalidad, de las que se diferencia cuanto en este caso el juez solamente puede reducir la pena y en aquellos, en cambio, puede eximirse de responsabilidad penal al culpable. Se asemejan en cuanto al secreto, a la posibilidad de cambiar el nombre y a los efectos de dicho cambio.
A proposición del H. Senador señor Otero, la Comisión resolvió aclarar la redacción del inciso tercero de este artículo, en orden a precisar la calidad de inculpado, procesado o acusado que puede tener quien preste la colaboración eficaz, y a señalar que el pronunciamiento judicial a que alude ese precepto debe recaer sobre si la cooperación eficaz prestada por aquél ha producido o no los efectos que se mencionan en el inciso primero.
El H. Senador señor Otero, al examinar la pena que el inciso séptimo asigna al uso malicioso de los primitivos nombres o apellidos y a la utilización fraudulenta de los nuevos -presidio menor en su grado mínimo-, manifestó sus aprensiones por su baja entidad, y se declaró partidario de establecer la de presidio menor en cualquiera de sus grados, presentando indicación en ese sentido.
Sometida a votación la indicación, lo hicieron por la afirmativa los HH. Senadores señores Fernández y Otero, y por la negativa se pronunciaron los H. Senadores señores Letelier y Pacheco. Repetida la votación, se produjo el mismo resultado. Practicada una nueva votación, no hubo desempate, por lo que, de conformidad al artículo 182 del Reglamento del Senado, se dio por rechazada la indicación.
A continuación, la Comisión se detuvo especialmente en la redacción de los últimos dos incisos -octavo y noveno- de este artículo. El inciso octavo dispone que las declaraciones y antecedentes que se proporcionen tendrán carácter secreto desde que se den o entreguen al tribunal, el cual deberá formar cuaderno especial y separado con todo ello. Por su parte, el artículo 9° establece que todas las actuaciones judiciales y administrativas a que den lugar las medidas a que se refiere este artículo serán secretas, y sanciona al empleado público que violare este sigilo con la pena establecida en el artículo 244 del Código Penal, aumentada en un grado.
El H. Senador señor Otero advirtió que en virtud de este artículo el inculpado, procesado o acusado que realiza una cooperación eficaz estará amparado por un secreto permanente y por lo tanto, aunque se diera conocimiento del sumario, esos antecedentes, o no van a poder ser utilizados, o los abogados de la defensa no tendrían acceso a esa documentación, que puede ser fundante de una condena, lo que desatendería principios básicos del debido proceso.
Hizo notar la necesidad de concordar las disposiciones contenidas en el inciso octavo con las del artículo 34, puesto que, conforme a las primeras, las declaraciones se mantienen en secreto y en cambio, en el otro artículo se permite denegar el conocimiento del sumario en determinadas circunstancias. Agregó que, en el caso del artículo 33, las declaraciones que se realizan en el proceso no podrían, luego, ser usadas en otro juicio, a menos que exista una disposición expresa que faculte al juez que las recibió y que las mantiene en un cuaderno secreto, para darlas a conocer a otro tribunal, quien, en caso de tener acceso a ellas, deberá mantener el mismo secreto.
El señor Ministro de Justicia consideró que una posibilidad es entender que esos documentos que tienen carácter secreto, son sólo antecedentes que le permiten al juez realizar las investigaciones, y que, sobre la base de las demás pruebas que surjan como consecuencia de la investigación, el tribunal llegue a condenar.
El H. Senador señor Otero argumentó que esa hipótesis significaría, en la práctica, que a quien haya incurrido en algún delito le favorecerá dar a conocer información, ya que ella no podrá hacerse valer como elemento de convicción en contra de los otros sujetos activos del delito, como por ejemplo; sus jefes o asociados, por cuanto sus dichos no son útiles para esa finalidad, con lo cual puede producirse un efecto inverso al que se está buscando.
El señor Ministro de Justicia recordó el artículo 15 de la ley N° 18.314, sobre conductas terroristas, que establece que los antecedentes a los que se le da el carácter de secreto, y que obran en el cuaderno especial, sean dados a conocer al procesado para su adecuada defensa al momento de notificársele la acusación, en caso de que se pretendan hacer valer en su contra para condenarlo.
El H. Senador señor Otero compartió esa idea, pero acotó que el problema se manifestará cuando dichas declaraciones sean elementos de convicción para dictar el auto de procesamiento, ya que la persona será procesada en virtud de antecedentes que ignora, y de los que tendrá conocimiento sólo cuando lo acusen. Creyó indispensable señalar que tales antecedentes serán dados a conocer cuando hayan sido usados como medios de convicción por el juez para declarar procesada a una persona, formular acusación en su contra o condenarla.
Los señores representantes del Ejecutivo señalaron que el artículo 15 de la ley sobre conductas terroristas a que se ha hecho mención permite dar a conocer las declaraciones en el juicio propiamente tal, que es el plenario, es decir, una vez que la persona sea acusada. Añadieron que los autos de procesamiento, por su parte, normalmente se dictan sin dar a conocer el contenido de los elementos de convicción en los cuales se ha basado, por lo que perfectamente podrían enunciarse en dicha resolución los antecedentes que obran en el cuaderno secreto.

A proposición del H. Senador señor Otero, la Comisión sustituyó el inciso octavo por dos incisos nuevos, en los que se recogen las ideas surgidas durante el debate.
-Se aprobó el artículo, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de sus integrantes presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier, Otero y Pacheco.
Artículo 34
Prohíbe otorgar conocimiento del sumario si constituye un riesgo para el éxito de la investigación, o la seguridad de quienes hayan cooperado en ella; introduce las figuras del "agente encubierto", y del "informante"; permite declarar en un lugar distinto del recinto del tribunal, y les hace aplicables las mismas normas sobre medidas de protección y secreto de las declaraciones y de los antecedentes, dadas para los que cooperen eficazmente a la investigación. 

Los señores representantes del Ejecutivo explicaron que la finalidad de la disposición es proteger a determinadas personas que hubieren cooperado con el proceso, incluso a los peritos. Es una facultad que se le concede a los tribunales, perfectamente revisable a través de los recursos existentes, que hace posible adoptar una serie de medidas de protección para las personas que pudiesen verse afectadas.
En cuanto a las figuras de agente encubierto y de informante, indicaron que corresponde a técnicas generalizadas en todas las policías del mundo. La importancia de los agentes encubiertos radica en que son el mejor elemento de prueba del Estado en contra del delincuente, por el grado de conocimiento que tiene acerca de la organización. Precisaron que, cuando dichos agentes se presentan a declarar, comprueban que, debidamente autorizados por sus superiores, han actuado de esa manera, descubriendo así su identidad real ante el tribunal.

La Comisión, no obstante compartir los propósitos de la disposición, juzgó conveniente efectuar enmiendas a la redacción de la norma que, autoriza al juez para denegar el conocimiento del sumario, hasta su conclusión.
Igualmente, consideró que debía esclarecerse el concepto de informante, en orden a precisar que aquél no es agente de policía, que puede dar antecedentes no sólo sobre el delito sino que respecto de los partícipes, y que su intervención puede ser voluntaria o por recompensa.
Asimismo, prefirió elevar la pena propuesta para la violación del secreto del sumario, por la gravedad que conlleva para el éxito de la investigación de este tipo de delitos, a la de presidio menor en sus grados medio a máximo.
-Con las modificaciones antedichas, la Comisión lo aprobó por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Letelier, Otero y Pacheco.
Artículo 35
Establece que para determinar la reincidencia se tomarán en cuenta las sentencias firmes dictadas en el extranjero, aún cuando la pena impuesta no haya sido cumplida.
Determina además que estos delitos serán siempre susceptibles de extradición, tanto activa como pasiva, aún cuando no hubiere tratado al respecto. 

Los señores representantes del Ejecutivo manifestaron que estas disposiciones, que se encuentran vigentes, recogen las Convenciones internacionales sobre la iniciativa, y tienen sus antecedentes legislativos en el artículo 8° de la ley N° 17.155, y en el artículo 13, inciso segundo, de la ley N° 17.934, de 1973. La normas sobre reincidencia, en especial, aplica el inciso cuarto del artículo 3° del Código de Procedimiento Penal, que da valor en Chile al fallo condenatorio extranjero para determinar la calidad de reincidente o delincuente habitual del procesado. La única excepción es que se agrega la oración "aun cuando la pena impuesta no haya sido cumplida", para zanjar la tesis de la jurisprudencia conforme a la cual la agravante afecta al que efectivamente cumplió la condena, y no, en cambio, a quien no la cumplió.
El H. Senador señor Otero manifestó que, en la forma en que esté concebida la norma sobre reincidencia, ofrece dudas respecto a su constitucionalidad, ya que se está entregando extraterritorialidad a la sentencia dictada por un tribunal de un país extranjero. Explicó que, desde el momento en que se está estableciendo que una sentencia judicial extranjera tiene el mismo efecto que una dictada en Chile, sin cumplir ninguno de los requisitos establecidos por las leyes chilenas, se está reconociendo jurisdicción a un tribunal extranjero.

En este mismo orden de ideas, expresó que el objetivo que persigue la norma puede alcanzarse de mejor forma con una redacción más precisa, que consigne que se considerará reincidente en Chile a aquél que hubiese sido sancionado en un país extranjero en virtud de una sentencia ejecutoriada pronunciada por un delito de igual naturaleza, habiéndose o no cumplido la pena. Consideró esencial dejar establecido que se trata de delitos de la misma naturaleza, que son los sancionados en virtud de esta iniciativa de ley. Así es que se entenderá que hay reincidencia si se ha acreditado en Chile que ha sido condenado en el extranjero por delitos que se ,sancionan en esta ley. La sentencia extranjera, por cierto, debe ser acompañada siguiendo los procedimientos que contempla nuestro ordenamiento jurídico. Añadió que, de esta forma, será la ley chilena la que determine el efecto que producirá la sentencia dictada en el extranjero.
El señor Ministro de Justicia señaló que precisamente ésa es la idea que está inserta en esta disposición, ya que el hecho de la reincidencia se refiere a ser condenado en el extranjero por delitos que son sancionados en esta iniciativa de ley.
A solicitud suya, la Comisión dejó constancia que la adecuación que acordó realizar al precepto en la forma sugerida por el H. Senador señor Otero, se hace para lograr una mejor redacción y que no importa cambios de fondo respecto de la ley vigente.

En cuanto a la procedencia de la extradición, el H. Senador señor Otero puntualizó que la Excma. Corte Suprema ha sentado el criterio que cuando no hay tratados se aplica el principio de la reciprocidad y, a falta de ella, los principios generales del derecho chileno, lo que siempre ha operado cuando se trata de extradición pasiva. Estimó que la disposición da la impresión que estos delitos no estaban sujetos a extradición, lo que no es acertado, por lo cual debería decir, en cambio, que aunque no exista un tratado internacional ni tampoco se aplique la reciprocidad, si se trata de un narcotraficante, es procedente otorgar la extradición.
-El artículo, con las modificaciones sugeridas por el H. Senador señor Otero, que redundan en un nuevo texto, fue aprobado por la unanimidad de miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier, Otero y Pacheco.
Artículo 36
Dispone que en la sustanciación y fallo de estos procesos, los tribunales apreciarán la prueba de acuerdo con las reglas de la sana crítica. 

Se cambia, en consecuencia, la norma actual que establece la apreciación de la prueba en conciencia, si bien en ambos casos se exige al juez que explique cómo llegó a la convicción que se ha formado, y no lo remite a ceñirse a las reglas sobre valoración de la prueba establecidas en la ley.
-Se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier, Otero y Pacheco.
Artículo 37
Faculta .al Director del Servicio de Salud respectivo para hacerse parte en los juicios criminales derivados de los artículos anteriores, sin perjuicio de la posibilidad que tiene el Consejo de Defensa del Estado para ejercerla acción penal, para cuyos efectos los servicios policiales les enviarán copia de los partes respectivos.
Agrega que el tribunal podrá recabar informes técnicos a la Secretaría Ministerial que corresponda.
En el seno de la Comisión se creyó contradictoria la apreciación que debe hacer el Consejo para resolver si ejerce la acción penal, porque todo tráfico de drogas causa grave daño social, y se manifestó el temor de que el envío del parte relacionado con el delito abra la posibilidad de que se difunda, vulnerándose el secreto del sumario, por lo que se apinó que debía resguardarse la privacidad de esos documentos, consignando en la disposición que las comunicaciones se remitan mediante oficios secretos.
Los señores representantes del Ejecutivo señalaron que el estudio de los partes es esencial para que el Consejo resuelva si acciona judicialmente o no lo hace. Aseveraron que la experiencia demuestra que nunca ha existido alguna filtración de estos partes policiales en estos servicios. Agregaron que, al enviar la droga al Servicio de Salud respectivo, se permite la individualización de toda a cadena de custodia del estupefaciente hasta llegar con el correspondiente informe al tribunal.

Frente a una posible pluralidad de partes actuando en el proceso, recordaron que, de conformidad al artículo 6° de la ley orgánica del Consejo de Defensa del Estado, esa situación no se produce, ya que, cuando este organismo, ejercita o sostiene una acción cuyo ejercicio corresponda al propio Consejo y también a otros funcionarios, cesa la facultad de representación de estos en el respectivo proceso.
Teniendo presente las argumentaciones ya reseñadas, la Comisión acordó señalar, en el inciso segundo, que el Consejo intervendrá en los juicios relativos a los delitos que contempla la ley, cuando así lo acuerde, y agregar, en el inciso tercero, que los partes se envíen por Oficio secreto al Director del Servicio de Salud respectivo y al Consejo de Defensa del Estado.
-La Comisión lo aprobó, con las enmiendas referidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier, Otero y Pacheco.
Artículo 38

Ordena la tramitación por cuerda separada de los delitos contemplados en esta ley y en otra, que tengan al mismo autor y que no sean conexos; declara improcedente, por regla general, la acumulación de autos, y da normas sobre las actuaciones de los respectivos tribunales.

Con ello se reitera, simplemente, el actual artículo 22 de la ley N° 18.403.

-Fue acogido por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernandez, Letelier y Pacheco.

Artículo 39

Por vía de sustitución, impone la pena de reclusión al condenado que no pagare la multa impuesta, y permite al tribunal, en casos calificados, eximir de multa o imponer una inferior al mínimo
El señor Ministro de Justicia explicó que esta norma de exención o rebaja de la multa fue solicitada por el Poder Judicial, dada la imposibilidad de algunas personas de pagarlas en situaciones delictivas muy menores, lo que las expone actualmente a ser recluidas.
-Se aprobó unánimemente, con los votos de los HH. Senadores señores Fernandez, Letelier y Pacheco.
Artículo 40
Determina que no procederán las medidas alternativas de reclusión nocturna y libertad vigilada respecto de los delitos contemplados en esta ley, a menos que se configure la atenuante especial de colaboración eficaz.
-Fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
Artículo 41
Este artículo, que encabeza el Título relativo a las faltas y su procedimiento, sanciona a quienes fueren sorprendidos consumiendo alguna de las drogas o substancias estupefacientes o sicotrópicas señaladas en el artículo 1º, con penas de multas, suspensión de licencia de conducir, trabajos comunitarios y participación en programas de prevención o rehabilitación, debiendo el tribunal, en caso de reincidencia, aplicar dos o más de estas medidas o prisión en su grado mínimo. Tales penas no se aplicarán a quien justifique el uso, consumo, tenencia o porte de alguna de dichas sustancias, como consecuencia de prescripción médica.
El Ejecutivo formuló indicación para reemplazar este artículo, con el objeto de precisar que se sanciona el consumo si se realiza en lugares públicos o abiertos al público, o en lugares de detención, recintos militares o policiales, o bien si se ejecuta dicha conducta en lugares o recintos privados, previa concertación entre sus autores. Además, se suprime la medida de trabajos de colaboración con la autoridad municipal.

El señor Ministro de Justicia fundamentó la indicación en el efecto negativo que produce el consumo en lugares públicos, por ese solo hecho, como así también, el que se realiza en lugares privados entre quienes se hubieren concertado previamente para ello.
-La Comisión aprobó la indicación presidencial por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
Artículo 42

Obliga a los agentes policiales a detener a los autores de las faltas señaladas en el artículo anterior y ponerlos directamente a disposición del tribunal. Este, luego de interrogar al detenido, le otorgará la libertad provisional si procediere, dejándolo citado a una audiencia, y requerirá informe acerca de anotaciones del infractor en el registro especial de condenados o por faltas de esta ley, y otro al Servicio de Salud respectivo acerca de la naturaleza de la droga.
Manifestaron los señores representantes del Ejecutivo que, en virtud de esta disposición, quienes sean detenidos por ser sorprendidos consumiendo drogas serán puestos a disposición, de inmediato, ante el tribunal, sin tener que pasar por el sistema carcelario. Si el tribunal no estuviese funcionando, deberán permanecer bajo la tuición de la autoridad policial, hasta que aquél reanude sus funciones, como un efecto demostrativo de la gravedad de la conducta que han cometido.
-Se acogió por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, y Pacheco.
Artículo 43
Fija el procedimiento a seguir en caso de qué el inculpado reconociere su participación en la falta y se allanare a la sanción, debiendo el tribunal dictar sentencia de inmediato, que no será susceptible de recurso alguno, una vez recibidos los informes a que se refiere el artículo anterior. Se entenderá comprobado el hecho punible con la confesión del inculpado y el parte policial.
El Ejecutivo formuló indicación para sustituir este artículo, con el propósito fundamental de eliminar la confesión del inculpado como medio de comprobación del hecho constitutivo de la falta, bastando las aseveraciones del parte o denuncia policial.
Hicieron presente los señores representantes del Ejecutivo que la indicación busca, por una parte, aliviar el exceso de trabajo que existe en nuestro sistema judicial, y por otra, la pronta aplicación de una medida al consumidor de drogas. En ese sentido, se ha estimado que resulta suficiente para entender cometida la falta, que la persona reconozca haber consumido o portado dicha substancia.
-La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
Artículo 44
Hace aplicable el procedimiento sobre faltas establecido en el Código de Procedimiento Penal, con algunas excepciones, si el inculpado niega los cargos que se le imputan. Agrega, como regla general, que no será necesaria la asistencia de funcionarios policiales como testigos de cargo, y señala plazo para la dictación de la sentencia definitiva.

-Fue aprobado por la Comisión unánimemente, con el voto afirmativo de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.

Artículo 45
Consagra la obligación de practicar examen médico al condenado a fin determinar si es o no dependiente de las drogas, la gravedad de la dependencia y el tratamiento que debiera seguir.
Esta norma pretende establecer un sistema tutelar, en el sentido de que existe un informe médico que disponga un tratamiento, éste se cumpla.
-Se acogió por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco, sin modificaciones.
Artículo 46
Puntualiza que las disposiciones anteriores sólo se aplican respecto de mayores de dieciocho años, y los menores de esa edad se someterán a las normas de la Ley de Menores, N° 16.618.
-La Comisión lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
Artículo 47
Entrega el conocimiento de las faltas al juez del crimen competente, que proceda su acumulación a otros procesos criminales incoados contra mismo hechor.

-Quedó aprobado por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
Artículo 48
Crea un registro especial, a cargo del Servicio de Registro Civil e Identificación, en el cual se anotará a las personas condenadas por algunas de las faltas anteriores, para lo cual debe remitírsele copia de la sentencia ejecutoriada.

Esta norma intenta proteger al afectado, mediante la incorporación de sus antecedentes en un registro especial, dependiente, en todo caso, del gabinete Central de Identificación.
-Resultó acogido, con la misma votación anterior.
Artículo 49
Encomienda al reglamento señalar las sustancias y especies vegetales a que se refiere esta ley; las normas que regularán la producción y comercialización de precursores y sustancias químicas esenciales; los requisitos, obligaciones y demás exigencias que deben cumplirse para el otorgamiento de las autorizaciones respectivas, como asimismo, todo lo relativo al control y fiscalización de dichas plantaciones.
-La Comisión lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
Artículo 50
Permite a la autoridad administrativa disponer que los extranjeros cumplan las sentencias condenatorias en su propio país, en conformidad con los tratados internacionales vigentes sobre la materia.

El señor Ministro de Justicia explicó que en la comisión de estos delitos están involucrados muchos extranjeros, y el cumplimiento de las sentencias en el país impide el contacto de los condenados con sus respectivas familias, lo que se ha detectado en especial en la Primera Región. Ello justifica que se faculte a los extranjeros para cumplir las sanciones en sus propios países, teniendo en consideración la poca gravedad de las penas y las normas sobre reciprocidad internacional, ya que existen chilenos cumpliendo penas en cárceles extranjeras, sobre todo en Perú.
La Comisión compartió plenamente el propósito de la norma, pero estimó oportuno consignar en forma expresa que la autoridad administrativa que podrá dar la correspondiente autorización será el Ministro de Justicia.
-Fue aprobado, con los cambios respectivos, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
Artículo 51
Prohíbe a los abogados, estudiantes y egresados habilitados, que se desempeñen en la Administración del Estado, patrocinar o representar a inculpados o procesados por crímenes, simples delitos o faltas a que se refiere esta ley, y les señalan sanciones, distinguiendo si se trata de crímenes, simples delitos o faltas.
El señor Ministro de Justicia señaló que esta norma recoge experiencias observadas entre los abogados que se desempeñan como funcionario públicos y asumen la defensa de personas en este tipo de delitos, materia en la que se han constatado ciertas irregularidades. Agregó que la Contraloría General de la República también ha estimado que los funcionarios no pueden defender a personas procesadas por estas conductas.
-Se acogió por la unanimidad de los miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
Artículo 52
Incorpora al Código de Justicia Militar un artículo 299 bis, para sancionar al militar que es sorprendido consumiendo drogas en los cuarteles o recintos militares, o en circunstancias que hagan presumir que acaba de hacerlo, o que las porte para su uso personal.

El señor Ministro de Justicia explicó que esta disposición, como las de los artículos 53 y 54, fue solicitada por los propios representantes de las Fuerzas Armadas en el Consejo Nacional de Estupefacientes. Ellas tienen por objetó tipificar como delito el consumo de drogas que realiza el personal uniformado en actos de servicio, ya que en este caso, la conducta es más grave dadas las características de sus funciones.
-Quedó acogido por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.

Artículo 53
Sustituye el artículo 193 del Código Aeronáutica, con el objeto de castigar a todo el personal aeronáutico que desempeñe sus funciones bajo la influencia del alcohol o de las drogas a que se refiere esta ley.

-La Comisión lo aprobó por la unanimidad de sus miembros HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
Artículo 54
Modifica la Ley Orgánica de la Dirección General del Territorio Marítimo de Marina Mercante, con el fin de establecer las actividades que puede llevar a cabo en el mar territorial y en aguas interiores, cuando existan sospechas de narcotráfico por vía marítima. Al efecto, se le faculta para retener personas, naves o artefactos navales; identificarlas y registradas; abordar naves o artefactos navales; incautar documentación, y establecer áreas de permanencia y de circulación restringida de personas y mercancías.

-Se aprobó por la unanimidad de los HH. Senadores señores Letelier y Pacheco.
Artículo 55
Sustituye el artículo 6°, N° 3, del Código Orgánico de Tribunales; estableciendo que quedan sujetos a la jurisdicción chilena los crímenes y simples delitos cometidos fuera del territorio nacional que van contra la soberanía o la seguridad exterior del Estado, y los que sanciona esta ley, cuando pusieren en peligro la salud de los habitantes de la República.
El Ejecutivo formuló indicación para reemplazar este artículo por otro, en el que se señala que, para los efectos de lo dispuesto en el N° 3 del artículo 6° del Código Orgánico de Tribunales, en cuanto al sometimiento a la jurisdicción chilena de crímenes y simples delitos perpetrados fuera del territorio de la República, las disposiciones de la presente ley se entenderán comprendidas en el Párrafo 14 del Título VI del Libro II del Código Penal, sobre crímenes y simples delitos contra la salud pública.
Los señores representantes del Ejecutivo manifestaron que la indicación retoma la línea que sigue en esta materia el artículo 23 de la ley N° 18.403. La H. Cámara de Diputados fue de opinión de modificar el Código Orgánico de Tribunales, lo que en concepto de ellos no es necesario, y además la norma aprobada por dicha Corporación limita el artículo 6°, N° 3, del Código Orgánico de Tribunales, excluyendo una serie de otros delitos considerados en el Título VI del Libro II del Código Penal.
-La indicación fue acogida por la unanimidad de los miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
Artículo 56
Crea, en el Consejo de Defensa del Estado, un Departamento de Control del Tráfico Ilícito de Estupefacientes, y establece como sus funciones la de efectuar la investigación preliminar de las conductas dé "lavado de dinero" y coordinar el ejercicio de la acción penal por esos delitos.
-La Comisión lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
Artículo 57
Crea trece cargos en la planta de personal del Consejo, fija su ubicación en la Escala única de Remuneraciones y señala los requisitos de ingreso y promoción de los mismos.

Se advirtió en la Comisión que la referencia: que se efectúa en la disposición al artículo 2° de la ley N° 19.202, debe efectuarse al artículo 37 del decreto con fuerza de ley N° l, de 1993, de Hacienda, que fijó el, nuevo texto de la Ley Orgánica del Consejo de Defensa del Estado.
-Con ese cambio, y la corrección de un error formal, la Comisión lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
Artículo 58
Efectúa la imputación del mayor gasto fiscal que signifique esta ley, al ítem respectivo de la partida presupuestaria Tesoro Público.

-Resultó acogido por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco, sin perjuicio de la competencia de la Comisión de Hacienda.

Artículo 59
Deroga la ley vigente sobre la materia, N° 18.403, estableciendo que, no obstante, continuará en vigor para sancionar los delitos ya perpetrados, en cuyo caso se aplicará la pena más favorable al procesado. La tramitación de los procesos, la prueba y la apreciación de la misma se regirán por las normas de esta ley.
-Fue aprobado por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.

Artículo Transitorio

Mantiene la vigencia del actual reglamento relativo a las substancias estupefacientes y sicotrópicas, en tanto no se dicte el que ordena la presente iniciativa.
-La Comisión lo aprobó por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Letelier y Pacheco.
De conformidad a las consideraciones precedentemente expuestas, vuestra Comisión os propone que aprobéis el proyecto de la H. Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:
Artículo 1°

Reemplazar en el inciso tercero la frase “legalmente partícipes” por la palabra “autores”.
Artículo 2°
En el inciso primero, considerar la expresión ”cannabis”. con mayúscula inicial.
Agregar como inciso tercero el siguiente, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:

“La autorización a que se refiere este artículo será otorgada por el Servicio Agrícola y Ganadero.".
Artículo 5°
Eliminar su inciso tercero.
Artículo 9°
Sustituir su inciso segundo por el siguiente:
"Las mismas penas se aplicarán al propietario, arrendatario, administrador o tenedor, a cualquier título, de un establecimiento de comercio, cine, hotel, restaurante, bar, centro de baile y música, recinto deportivo u otro de similar naturaleza abierto al público, que permita o tolere habitualmente el tráfico o consumo de alguna de las substancias mencionadas en el artículo 1°, sabiendo o no pudiendo menos que prever la ocurrencia de tales hechos. El tribunal podrá, además, imponer las medidas de clausura establecidas en el artículo 7º”.
Artículo 10
Reemplazar, en el inciso primero, la expresión "o debiendo saber" por "o pudiendo menos que prever".
Artículo 18
Sustituir su inciso final por el siguiente:
"Para llevar a efecto las medidas a que se refiere este artículo, podrá recurrirse al auxilio de la fuerza pública, la que será concedida por el Jefe de Carabineros o de la Policía de Investigaciones más inmediato sin más trámite , que la exhibición de la resolución administrativa correspondiente. La fuerza pública se entenderá facultada, en estos casos, para descerrajar y allanar, si fuere necesario.".
Artículo 21
Reemplazar su inciso primero por el siguiente:

"Artículo 21.- El Consejo de Defensa del Estado, a solicitud de la entidad de un país extranjero que expresamente haya sido designada en un convenio internacional para estos efectos, podrá proporcionar información sobre operaciones sujetas a secreto o reserva si ha sido solicitada con el fin de ser utilizada en la investigación de delitos de tráfico de substancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas o de aprovechamiento de los beneficios o utilidades que de ellos provengan, y que pudieren haber tenido lugar fuera de Chile.".

En el inciso segundo, sustituir la expresión "del país extranjero que expresamente haya sido designada en un convenio internacional para estos efectos" por "requirente".
Artículo 25
Sustituir su inciso primero por el siguiente:
"Artículo 25.- Los instrumentos, objetos de cualquier clase y los efectos de los delitos a que se refiere esta ley y a que se hace mención en el artículo 114 del Código de Procedimiento Penal, podrán ser destinados a una institución del Estado que tenga como objetivo la prevención del consumo indebido, el tratamiento y rehabilitación de las personas afectadas por la drogadicción, o el control del tráfico ilegal de estupefacientes. Estos bienes podrán ser utilizados en los fines propios de la entidad que los reciba, debiendo ésta hacerse cargo de los costos de conservación.".
En el inciso segundo, agregar a continuación del vocablo "cuentas" las palabras "o valores".
Artículo 28
En el inciso primero, eliminar la frase "de la Región en la que se cometió delito" y la palabra "preferentemente".

Artículo 29

Reemplazar, en el inciso primero, el vocablo "ejecutivos" por "de ejecución", y consignar una coma (,) a continuación de "cabo".
En el último inciso, agregar a continuación del punto final, que pasa a coma, la oración "de conformidad a los convenios internacionales vigentes.".
Artículo 30
Reemplazarlo por el siguiente:
"Artículo 30.- El juez del crimen que conozca de los delitos contemplados en esta ley podrá requerir y otorgar la más amplia cooperación al éxito de las investigaciones de los respectivos procesos judiciales, acuerdo con lo pactado en convenciones o tratados internacionales, facultado para dar copias de piezas o antecedentes específicos, aun cuando la causa esté en sumario y en su etapa secreta.".
Artículo 32
Eliminar el inciso segundo.
Artículo 33
Reemplazar el inciso tercero por el que sigue:
"El tribunal que esté conociendo el proceso o el que lo incoe en virtud de las declaraciones y antecedentes proporcionados por el inculpado, procesado o acusado, de que se trate, se pronunciará tan pronto como le sea posible y en cualquier estado del juicio, sobre si la cooperación eficaz prestada por éste ha producido o no los efectos que se establecen en el inciso primero de este artículo.”

Sustituir el inciso octavo por los que se señalan a continuación, pasando el actual inciso noveno a ser décimo: 

“Las declaraciones y antecedentes que proporcione el inculpado, procesado o acusado y que contribuyeren a su individualización o a determinar que él las ha proporcionado, tendrán carácter secreto desde que se presten o proporcionen al tribunal, el cual deberá formar cuaderno especial y separado con todo ello. Sólo tendrá acceso a este cuaderno el tribunal al que corresponda el conocimiento y fallo de algún recurso, como también el tribunal del crimen que substancie o esté incoando un proceso por los delitos establecidos en la presente ley y siempre que, a criterio del tribunal ante el cual se prestaron las declaraciones y se entregaron los antecedentes, éstos son útiles en el nuevo proceso. En todo caso, tanto el tribunal de alzada como el nuevo juzgado del Crimen quedan obligados a mantener igual secreto.
Asimismo, tendrán acceso, a las piezas pertinentes de este cuaderno los abogados defensores cuando las declaraciones o antecedentes contenidos en él hayan servido de fundamento a la resolución que somete a proceso, o al auto acusatorio o a la sentencia condenatoria, en sus casos. Este conocimiento queda restringido exclusivamente a las piezas pertinentes que digan relación directa con el procesado, acusado o condenado de que se trate. El abogado que tome conocimiento de ellas será obligado a mantenerlas en secreto y sólo podrá usarlas en defensa de su cliente."
Artículo 34

Reemplazar su inciso primero por el que sigue:
"Artículo 34.- En los procesos instruidos por delitos contemplados en esta ley, el juez podrá denegar el conocimiento del sumario, hasta la conclusión de éste, si estimase que su otorgamiento constituye riesgo para el éxito de la investigación o para la seguridad de agentes encubiertos, informantes, testigos, peritos y, en general, de quienes hayan cooperado eficazmente en su instrucción.".
Sustituir su inciso tercero por el siguiente:
"Informante es quien, voluntariamente o por recompensa, suministra antecedentes a los organismos policiales acerca de la preparación o comisión de un delito o de quienes han participado en él, o que, sin tener la intención de cometerlo ni ser policía, con conocimiento de dichos organismos participa como si fuese agente encubierto, en los términos señalados en el inciso anterior.".
En el inciso cuarto, cambiar la frase "incisos cuarto a noveno" por "incisos cuarto a décimo".
Reemplazar, en el inciso quinto, la expresión “mínimo a medio" por "medio a máximo".
Artículo 35
Reemplazarlo por el que sigue:
"Artículo 35.- En los procesos por los delitos que establece la presente ley, la norma del inciso cuarto del artículo 3° del Código de procedimiento Penal se aplicará siempre, sea que la pena impuesta por la sentencia extranjera se haya cumplido o no.
Asimismo, será procedente la extradición pasiva aun cuando no exista reciprocidad con el país requirente."
Artículo 37
En el inciso segundo, sustituir la oración final "cuando, a juicio del Consejo, se trate de hechos que puedan causar grave daño social" por "cuando así lo acuerde".
Sustituir el inciso tercero por el siguiente:
"Los servicios policiales, mediante oficio secreto, enviarán copia de los partes respectivos al Director del Servicio de Salud correspondiente y Consejo de Defensa del Estado, dentro de las 24 horas de extendidos.".
Artículo 41
Sustituirlo por el que sigue:
"Artículo 41.- Los que consumieren alguna de las drogas o sustancias estupefacientes o sicotrópicas a que hace mención el artículo 1º en lugares públicos o abiertos al público, tales como calles, caminos, plazas, teatros, cines, hoteles, cafés, restaurantes, bares, centros de baile, música y similares, o en lugares de detención, recintos militares o policiales, serán sancionados con multa de un vigésimo de ingreso mínimo mensual a cuatro ingresos mínimos mensuales; o con la suspensión de la licencia para conducir vehículos motorizados, por el plazo máximo de seis meses; o con asistencia obligatoria a programas de prevención, por el plazo de uno a cincuenta días, en instituciones consideradas como idóneas por el Servicio de Salud del radio jurisdiccional del tribunal.

Asimismo, serán sancionados con idénticas penas quienes consuman tales drogas, en lugares o recintos privados, si se hubiesen concertado con tal propósito. 
Los que quebrantaren la condena o que fueren reincidentes en hechos de la misma naturaleza, deberán ser penados con dos o más de las sanciones indicadas en el inciso primero o con prisión en su grado mínimo."
Las penas señaladas precedentemente no se aplicarán a quien justifique uso, consumo, tenencia o porte de alguna de dichas sustancias, como consecuencia de prescripción médica.".
Artículo 43
Reemplazarlo por el siguiente:
Artículo 43.-"- En caso que el inculpado reconociere ante el Tribunal su participación en los hechos constitutivos de la falta que se le atribuye y se allanare a la sanción que el mismo tribunal le advertirá que contempla la ley para estos casos, una vez recibidos el o los informes a que se refiere el artículo anterior, se dictará sentencia definitiva de inmediato, la que no será susceptible de recurso alguno. Para estos efectos, se entenderá comprobado el hecho constitutivo de la falta con las aseveraciones contenidas en el respectivo parte o denuncia policial".

Artículo 50

Sustituir en el inciso primero la frase "La autoridad administrativa" por "El Ministro de Justicia" y eliminar en el inciso segundo la expresión "la autoridad administrativa correspondiente",
Artículo 55
Reemplazarlo por el que se señala a continuación:

Artículo 55.- Para los efectos de lo establecido en el N° 3 del artículo 6° del Código Orgánico de Tribunales, en cuanto al sometimiento a la jurisdicción chilena de crímenes y simples delitos perpetrados fuera del territorio de la República, las disposiciones de la presente ley se entenderán comprendidas en el Párrafo 14 del Título VI del Libro II del Código Penal, sobre crímenes y simples delitos contra la salud pública.".
Artículo 57
En el inciso primero, sustituir la oración "artículo 2° de la ley Nº 19.202" . por "artículo 37 del decreto con fuerza de ley N° 1, de Hacienda, de 1992". En el inciso segundo, reemplazar los vocablos "Control de Tráfico" por “Control del Tráfico".
En consecuencia, de aprobar las proposiciones que vuestra Comisión os ha formulado, el proyecto de ley quedaría como sigue:
PROYECTO DE LEY:
TITULO 1
De los delitos, sanciones, competencia y procedimiento
"Artículo 1°,- Los que, sin contar con la competente autorización, elaboren, fabriquen, transformen, preparen o extraigan substancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas, productoras de dependencia física o síquica, capaces de provocar graves efectos tóxicos o daños considerables a la salud pública, serán penados con presidio mayor en sus grados mínimo a medio y multa de veinte a doscientos ingresos. mínimos mensuales.
Si se tratare de otras drogas o substancias de esta índole que no produzcan los efectos indicados en el inciso anterior, el tribunal podrá rebajar la pena hasta en dos grados.

Se presumirán autores del delito sancionado en este artículo quienes tengan en su poder elementos, instrumentos, materiales o equipos comúnmen1 destinados a la elaboración, fabricación, preparación, transformación o e: tracción de las substancias o drogas a que se refieren los inciso s anteriores.

Artículo 2°.- Los que, sin contar con la competente autorización, siembren, planten, cultiven o cosechen especies vegetales del género Cannabis otras productoras de substancias estupefacientes o sicotrópicas, incurrirá en la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo y multa de veinte a doscientos ingresos mínimos mensuales, a menos que justifiquen que están destinadas al uso o consumo personal exclusivo y próximo en el tiempo, en cuyo caso, serán sancionados según los artículos 41 y siguientes.
Según la gravedad de los hechos y las circunstancias personales del inculpado, la pena podrá rebajarse en un grado.
La autorización a que se refiere este artículo será otorgada por el Servicio Agrícola y Ganadero.
No podrá otorgarse dicha autorización a las personas que se encuentran procesadas o hayan sido condenadas por alguno de los delitos sancionados esta ley y, tratándose de sociedades, cuando cualquiera de sus socios o administradores se encuentre en alguna de estas situaciones.
Artículo 3°.- Los que, contando con la autorización a que se refiere el artículo anterior, desvíen o destinen al tráfico ilícito algunas de las especies vegetales allí señaladas o sus rastrojos, florescencias, semillas u otras partes activas, serán sancionados con la pena de presidio mayor en sus grados mínimo a medio y multa de veinte a doscientos ingresos mínimos mensuales.

Artículo 4°.- El que, estando autorizado para efectuar las siembras, plantaciones, cultivos o cosechas a que se refiere el artículo 2°, abandonare, por negligencia o descuido, en lugares de fácil acceso al público, plantas, sus rastrojos, florescencias, semillas u otras partes activas, o que no cumpliere con las obligaciones establecidas en el reglamento sobre cierro y destrucción de tales especies, será sancionado con la pena de multa de diez a cien ingresos mínimos mensuales.

Artículo 5°.- Las penas establecidas en el artículo 1° se aplicarán también a los que trafiquen, a cualquier título, con las substancias a que se refiere dicho artículo, o con las materias primas que sirvan para obtenerlas y a los que, por cualquier medio, induzcan, promuevan o faciliten el uso o consumo de tales substancias.
Se entenderá que trafican los que, sin contar con la autorización competente, importen, exporten, transporten, adquieran, transfieran, sustraigan, posean, suministren, guarden o porten consigo tales substancias o materias primas, a menos que justifiquen que están destinadas a la atención de un tratamiento médico o a su uso personal exclusivo y próximo en el tiempo. En este último caso, se aplicarán las normas de los artículos 41 y siguientes.
Artículo 6°.- La producción, fabricación, elaboración, distribución, transporte, comercialización, importación, exportación, posesión o tenencia de precursores o de substancias químicas esenciales, a sabiendas de que su finalidad es la preparación de drogas estupefacientes o sicotrópicas para la perpetración, dentro o fuera del país, de algunos de los hechos considerados como delitos en esta ley, será castigada con presidio menor en su grado máximo, a presidio mayor en su grado mínimo y multa de veinte a doscientos ingresos mínimos mensuales.
Artículo 7°.- El que, estando autorizado para suministrar las substancias o drogas a que se refiere el artículo 1° de esta ley o las materias primas que sirvan para obtenerlas, lo hiciere en contravención de las disposiciones legales o reglamentarias pertinentes, será penado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo y multa de veinte a doscientos ingresos mínimos mensuales, El tribunal podrá, además, atendidas las circunstancias del delito, imponer la medida de clausura temporal del establecimiento por un plazo no inferior a sesenta ni superior a ciento veinte días y, en caso de reincidencia, la de clausura definitiva y la prohibición permanente de participar, a cualquier título, en otro establecimiento de igual naturaleza.
Articulo 8°.- El médico, dentista, matrona o veterinario que recetare alguna de las substancias señaladas en el artículo 1°, sin necesidad médica o terapéutica, será penado con presidio mayor en sus grados mínimo a medio multa de veinte a doscientos ingresos mínimos mensuales.
Artículo 9°.- El propietario, arrendatario, administrador o tenedor, a cualquier título, de un bien raíz que lo entregue a otra persona, a sabiendas que lo usará para elaborar, almacenar, expender o permitir el consumo de substancias señaladas en el artículo 1°, o para sembrar o plantar especies vegetales productoras de las referidas substancias en contravención a las prohibiciones o restricciones legales, será penado con presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de veinte a cien ingresos mínimos mensuales.
Las mismas penas se aplicarán al propietario, arrendatario, administrador o tenedor, a cualquier título, de un establecimiento de comercio, cine, hotel, restaurante, bar, centro de baile y música, recinto deportivo u otro de similar naturaleza abierto al público, que permita o tolere habitualmente el tráfico o consumo de alguna de las substancias mencionadas en el artículo 1°, sabiendo o no pudiendo menos que prever la ocurrencia de tales hechos. El tribunal podrá, además, imponer las medidas de clausura establecidas en el artículo 7º.

Artículo 10.- El que suministre a menores de 18 años productos que contengan hidrocarburos aromáticos, tales como benceno, tolueno u otras substancias similares, en proporción suficiente para producir efectos tóxicos o sicotrópicos, sabiendo o no pudiendo menos que prever que están destinados a ser consumidos por dichos menores, incurrirá en la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de veinte a cien ingresos mínimos mensuales. El tribunal podrá, además, atendidas las circunstancias del delito, imponer las medidas de clausura y prohibición a que se refiere el artículo 7º.

El tribunal deberá solicitar del Servicio de Salud correspondiente el análisis químico de la substancia suministrada, su naturaleza, contenido y composición, como, asimismo, un informe acerca de los efectos tóxicos o sicotrópicos que produce.
Artículo 11.- Los Oficiales y el personal de Gente de Mar de dotación de buques de la marina mercante, de naves especiales y de artefactos navales que, a bordo o en el cumplimiento de sus funciones, fueren sorprendidos consumiendo alguna de las substancias señaladas en el artículo 1º o en circunstancias que hagan presumir que acaban de hacerlo, serán sancionados con la pena de presidio o reclusión menores en sus grados medio a máximo y multa de cinco a cincuenta ingresos mínimos mensuales. La misma sanción se aplicará a los Oficiales y Personal de Gente de Mar que fueren sorprendidos, en idénticas circunstancias, portando dichas substancias para su exclusivo uso personal.
Asimismo, con idénticas penas será castigado el personal de Gendarmería de Chile y de la Policía de Investigaciones de Chile que, en actos de servicio sea sorprendido en alguna de las circunstancias a que se refiere el inciso anterior.
Las penas indicadas en los incisos anteriores no se aplicarán a los que justifiquen el uso, consumo, porte o tenencia de alguna de dichas substancias en virtud de prescripción médica.
Artículo 12.- El que, de cualquier modo y a sabiendas, participe o colabore en el uso o destino que se dé o se pretenda dar a bienes, valores o dinero, o a cualesquiera utilidad, provecho o beneficio originados en la perpetración de alguno de los delitos contemplados en esta ley, será castigado con presidio mayor en su grado mínimo a medio y multa de cien a quinientos ingresos mínimos mensuales.
En igual sanción incurrirá quien, a sabiendas, participe, en cualquier forma, en el uso o destino que se dé o quiera dárseles, dentro del territorio nacional, a bienes, valores, dinero, utilidades, provecho o beneficios provenientes de hechos acaecidos en el extranjero considerados como delito por esta ley.
Se entiende por uso o destino de los bienes aludidos precedentemente todo acto, cualquiera que sea su naturaleza. jurídica, que importe o haya importado tenencia, posesión o dominio de los mismos, sea de manera directa o indirecta, originaria, simulada, oculta o encubierta.


Artículo 13.- Los juicios criminales por los delitos penados en el artículo anterior sólo podrán ser iniciados por querella o denuncia del Consejo de Defensa del Estado, una vez concluida la investigación preliminar a que se alude en los artículos siguientes.
Artículo 14.- El Consejo de Defensa del Estado recibirá las denuncias e informaciones que cualquier persona o entidad posea respecto de la perpetración de los delitos tipificados en el artículo 12 de esta ley, efectuará su examen y analizará los elementos probatorios que reúna.
Corresponderá al Consejo, con el quórum de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, ordenar investigar los hechos que puedan configurar tales delitos.
La investigación a que se refiere este artículo tendrá un carácter meramente preliminar, esencialmente administrativo, no contencioso y obligatoria sólo respecto de los funcionarios y de las entidades a que se refiere el artículo 16. Las personas naturales o jurídicas distintas de las mencionadas podrán, voluntariamente, proporcionar antecedentes o testimonios cuando así lo deseen, sin que puedan ser compelidas de manera alguna para el propósito de la investigación.
La colaboración de las fuerzas de orden y seguridad pública es obligatoria.
Los testimonios, voluntarios u obligatorios, que tuvieren lugar durante la investigación preliminar se prestarán bajo juramento o promesa de decir verdad.

Los que incurrieren en falsedad en tales declaraciones serán sancionados con las penas del artículo 210 del Código Penal.

Artículo 15.- El Consejo de Defensa del Estado estará facultado para imponerse de cualquier sumario penal y de todo otro proceso reservado o secreto en que se sospeche fundadamente la existencia de antecedentes acerca de hechos constitutivos de los delitos contemplados en el artículo 12.
Artículo 16.- El Consejo de Defensa del Estado podrá requerir directamente de las autoridades y funcionarios o empleados de cualesquiera de los servicios de la administración del Estado, de las instituciones o servicios descentralizados territorial o funcionalmente o de las entidades de derecho privado en que el Estado o sus instituciones tengan aportes o participación mayoritarios o igualitarios, la cooperación, la asistencia, el apoyo, los informes y antecedentes que estime necesarios para el cumplimiento de las funciones que le asigna esta ley.
Asimismo, podrá requerir la entrega de antecedentes o copias de documentos sobre cuentas corrientes bancarias, depósitos u otras operaciones sujetas a secreto o reserva, de personas naturales o jurídicas, o de comunidades, vinculadas a los hechos en investigación, debiendo los bancos y otras entidades que estén autorizados o facultados para operar en los mercados financieros, de valores y seguros y cambiario, proporcionarlos en el más breve plazo.

Los notarios, conservadores y archiveros deberán entregar al Consejo de Defensa del Estado, en forma expedita y rápida, los informes, documentos, copias de instrumentos y datos que se les soliciten.
El otorgamiento de cualquier antecedente mencionado en este artículo será gratuito y libre de toda clase de derechos e impuestos.
Artículo 17.- La investigación preliminar a que se alude en los artículos anteriores será secreta. La violación de dicho secreto será sancionada con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo.
En esta sanción incurrirá, además, toda persona que entregue o difunda información de cualquier naturaleza acerca de los antecedentes que se soliciten, inclusive del solo hecho de haber sido éstos requeridos. Esta prohibición y sanción penal se extenderá a toda forma y medio de comunicación, cualquiera sea su naturaleza.
Asimismo, la resistencia o negativa a entregar los informes, documentos y; demás antecedentes a que se refiere el artículo anterior será sancionada con la misma pena.

El Consejo de Defensa del Estado deberá perseguir la responsabilidad penal o civil que pudiere emanar de alguna de las infracciones castigadas en este artículo, sin perjuicio de hacerse efectivas las sanciones disciplinarias y administrativas que correspondan de acuerdo con la ley.

Artículo 18.- En el cumplimiento de las funciones que le asigna esta ley, el Consejo de Defensa del Estado tendrá, además, las siguientes facultades y atribuciones:

a) Recoger e incautar la documentación y los antecedentes probatorios que estime necesarios para la investigación de los hechos;
b) Impedir administrativamente la salida del país de aquellas personas vinculadas sospechosamente a alguno de los hechos previstos en el artículo 12 de esta ley, por un período máximo de sesenta días. Para estos efectos, deberá comunicar la prohibición y su alzamiento a la Policía de Investigaciones y a Carabineros de Chile. En todo caso, transcurrido este plazo, la medida de arraigo caducará por el solo ministerio de la ley, de lo cual deberán tomar nota de oficio los organismos señalados;
c) Efectuar actuaciones en el exterior dirigidas a indagar y acumular pruebas acerca de la procedencia u origen de los bienes a que se refiere el artículo 12, pudiendo solicitar directamente asesoría a las representaciones diplomáticas y consulares de Chile en el exterior, y

d) Ordenar alguna de las medidas a que se refiere al artículo 20 por un plazo no superior a sesenta días.

Para llevar a efecto las medidas a que se refiere este artículo, podrá recurrirse al auxilio de la fuerza pública, la que será concedida por el Jefe de Carabineros o de la Policía de Investigaciones más inmediato sin más trámite que la exhibición de la resolución administrativa correspondiente. La fuerza pública se entenderá facultada, en estos casos, para descerrajar y allanar, si fuere necesario

Artículo 19.- Concluida la investigación preliminar a que se refieren los artículos anteriores, el Consejo de Defensa del Estado, con el voto favorable de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, resolverá acerca de la procedencia de deducir la acción penal. En caso contrario, ordenará el archivo de los antecedentes, los que permanecerán bajo la custodia del Secretario del Consejo con carácter secreto, sin perjuicio de la devolución de aquéllos que fuere procedente.
Artículo 20.- Deducida la acción penal por alguno de los delitos contemplados en el artículo 12, el juez del crimen adoptará todas las medidas necesarias para evitar el uso, aprovechamiento, beneficio o destino. que quiera dárseles a cualesquiera clase de bienes, valores o dineros relacionados con aquél. Para estos efectos, y sin perjuicio de las demás facultades conferidas porla ley, podrá decretar, entre otras, la prohibición de celebrar determinados actos y contratos y su inscripción en toda clase de registros; retener en bancos o entidades financieras depósitos de cualesquiera naturaleza que sean; impedir transacciones de acciones, bonos o debentures y, en general, cuanto conduzca a evitar la conversión del provecho ilícito en actividades que oculten o disimulen su origen delictual.
Sin perjuicio de prueba en contrario, se presumirá el origen ilícito de los bienes a que se refieren los artículo anteriores.
Artículo 21.- El Consejo de Defensa del Estado, a solicitud de la entidad de un país extranjero que expresamente haya sido designada en un convenio internacional para estos efectos, podrá proporcionar información sobre operaciones sujetas a secreto o reserva si ha sido solicitada con el fin de ser utilizada en la investigación de delitos de tráfico de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas o de aprovechamiento de los beneficios o utilidades que de ellos provengan, y que pudieren haber tenido lugar fuera de Chile.
Para proceder de esta manera, deberá previamente cerciorarse razonablemente de que dicha información no será utilizada en fines diferentes, y deberá entregarla sólo a la entidad requirente.
La Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras deberá entregar los antecedentes que en conformidad con este artículo le solicite el Consejo de Defensa del Estado.
Artículo 22.- Los que se asociaren u organizaren con el objeto de cometer alguno de los delitos contemplados en esta ley, serán sancionados, por este sólo hecho, según las normas que siguen:
1.- Con presidio mayor en su grado medio, si se tratare de individuos que hubieren ejercido mando en la organización o hubiesen aportado el capital.
2,- Con presidio mayor en su grado mínimo, si se tratare de cualquier individuo que hubiese tomado parte en la asociación o que, voluntariamente y a sabiendas, hubiere suministrado, a alguno de sus miembros, vehículos, armas, municiones, instrumentos, alojamiento, escondite o lugar de reunión para la comisión de estos delitos.
Artículo 23.- Las penas contempladas en esta ley para crímenes y simples delitos serán aumentadas en un grado:

1.- Si el delito se cometiere valiéndose de personas exentas de responsabilidad penal, en conformidad con lo preceptuado en el artículo 10, N°s. 1,2 y 3 del Código Penal;
2.- Si el delito se cometiere utilizando la violencia o el engaño;

3.- Si el delito se cometiere en las inmediaciones o en el interior de un establecimiento de enseñanza, centro asistencial, lugar de detención, recinto militar o policial, institución deportiva, cultural o social, o sitios donde se realicen espectáculos o diversiones públicas;
4.- Si se suministraren drogas o sustancias estupefacientes o sicotrópicas a menores de 18 años de edad o cuando se promueva o facilite su uso o consumo a dichos menores;

5.- Si el delito se cometiere por funcionarios públicos aprovechándose de su investidura y que intervengan con motivo u ocasión del desempeño de sus cargos, y

6.- Si el hechor indujere, promoviere o facilitare el uso o consumo de estupefacientes, sicotrópicos o hidrocarburos aromáticos u otras drogas o sustancias capaces de producir dependencia, a personas que se encuentran a su cargo o bajo su cuidado.

Artículo 24.- Los delitos de que trata esta ley se sancionarán como consumados desde que haya principio de ejecución. La conspiración para cometerlos será penada con presidio menor en su grado medio y multa de veinte a cien ingresos mínimos mensuales.
Artículo 25.- Los instrumentos, objetos de cualquier clase y los efectos de los delitos a que se refiere esta ley y a que se hace mención en el artículo 114 del Código de Procedimiento Penal, podrán ser destinados a una institución del Estado que tenga como objetivo la prevención del consumo indebido, el tratamiento y rehabilitación de las personas afectadas por la drogadicción, o el control del tráfico ilegal de estupefacientes. Estos bienes podrán ser utilizados en los fines propios de la entidad que los reciba, debiendo ésta hacerse cargo de los costos de conservación.

La incautación de las armas y de los vasos u otras cosas sagradas se regirá por las reglas generales. Los dineros serán depositados en el Banco del Estado de Chile, en cuentas o valores reajustables.
Si la incautación recae sobre establecimientos industriales o mercantiles, sementeras, plantíos, o: en general, frutos pendientes, el tribunal designará un administrador provisional, quien deberá rendir cuentas, a lo menos, trimestralmente. La incautación de un inmueble comprende el de sus frutos o rentas.
Si el tribunal estimare conveniente la enajenación de alguna de las especies a que hace mención este artículo o si ello se hace necesario debido a gastos de administración y conservación que excedan su producido, el juez de la causa la dispondrá en resolución fundada. La enajenación se llevará a cabo por medio de martillero designado por el tribunal, a través de venta directa o subasta.

En este último caso y en el evento de que la sentencia no condene a la pena de comiso de las especies enajenadas, el precio de la venta, sus reajustes e intereses será restituido a quien corresponda.
Artículo 26.- Las sustancias y especies a que se refieren los artículo lº, 2°, 6° Y 10 y, en su caso, las materias primas empleadas en su elaboración, que sean incautadas por los tribunales o por la policía deberán ser entregadas dentro de las veinticuatro horas siguientes al Servicio de Salud que corresponda.

Con todo, cuando circunstancias especiales así lo aconsejen, el tribunal podrá ampliar este plazo hasta en cuarenta y ocho horas, a solicitud de los funcionarios que hubieren incautado las referidas sustancias o materias primas. 

Los funcionarios responsables del retardo en el cumplimiento de esta obligación serán sancionados con una multa, a beneficio fiscal, equivalente al cinco por ciento de su remuneración imponible mensual, por cada día de atraso, sin que ésta pueda exceder del total de dicha remuneración.
Las substancias estupefacientes o sicotrópicas y sus materias primas y las que contengan hidrocarburos aromáticos deberán destruirse por el Servicio de Salud respectivo una vez separada una cantidad técnicamente suficiente para los análisis de que trata el inciso siguiente, y siempre que respecto de dichas substancias no se discuta su legítima tenencia o posesión por terceros. 

El Servicio aludido deberá emitir, en el más breve plazo, un protocolo de análisis el que se identificará el producto y sus características, se señalará su peso o cantidad aproximados y se indicará, además, la peligrosidad que revista para la salud pública. Dicho protocolo de análisis tendrá el valor probatorio señalado en el artículo 472 del Código de Procedimiento Penal. Conservará, en todo caso, una determinada cantidad de dicha substancia para el evento de que el tribunal decrete nuevos análisis de la misma.
Esta muestra se conservará por el plazo máximo de dos años, al cabo del cual se destruirá. De los procedimientos administrativos de destrucción se levantará acta, copia de la cual deberá hacerse llegar al tribunal dentro del quinto día de haberse producido.
Efectuado el análisis a que se refiere el inciso quinto de este artículo, las substancias químicas esenciales y precursores deberán ser enajenadas en la forma dispuesta en el inciso cuarto del artículo anterior.
Cuando las substancias estupefacientes o sicotrópicas incautadas, las plantas o materias primas, con excepción de químicos esenciales y precursores, hagan difícil, por su cantidad, lugar de ubicación u otras circunstancias, su traslado y almacenamiento, el tribunal ordenará su incineración o destrucción en el mismo lugar donde hubieren sido encontradas, debiendo, en este caso, darse cumplimiento a las demás normas de este artículo. 

Artículo 27.- Sin perjuicio de las reglas generales, caerán especialmente en comiso los bienes raíces; los bienes muebles, tales como vehículos motorizados terrestres, naves y aeronaves, dinero, efectos de comercio y valores mobiliarios; todo instrumento que haya servido o hubiere estado destinado a la comisión de cualquiera de los delitos penados en esta ley; los efectos que de ellos provinieren y las utilidades que hubieren originado, cualquiera sea su naturaleza jurídica o las transformaciones que hubieren experimentado, como, asimismo, todos aquellos bienes facilitados o adquiridos por terceros a sabiendas del destino u origen de los mismos.

Igual sanción se aplicará respecto de las substancias señaladas en el inciso primero del artículo 26; y de las materias primas, elementos, materiales, equipos y otros instrumentos utilizados o destinados a ser utilizados, en cualquier forma, para cometer alguno de los delitos sancionados en esta ley.

Artículo 28.- La mitad del producto de la enajenación de bienes y valores decomisados y los dineros en tal situación ingresarán al Fondo Nacional de Desarrollo Regional para ser utilizados en programas de prevención y rehabilitación del uso de drogas. La otra mitad ingresará a rentas generales de la Nación. Igual aplicación se dará al monto de las multas impuestas en esta ley y al precio de la subasta de las especies de que hace mención el artículo 675 del Código de Procedimiento Penal. Se exceptúan de esta disposición las armas de fuego y demás elementos a que se refiere la Ley sobre Control de Armas y Explosivos.
El Ministro de Bienes Nacionales, con acuerdo del Ministro del Interior resolverá acerca de la conveniencia de enajenar los bienes decomisados o destinados o donados a alguna institución pública o privada que no persiga fines de lucro, entre cuyas funciones esté la prevención del consumo indebido, el tratamiento o la rehabilitación de las personas afectadas por la drogadicción o el control del tráfico ilícito de estupefacientes.

En lo no contemplado en esta ley, regirán las reglas generales del Título del Libro Cuarto del Código de Procedimiento Penal.
Artículo 29.- A solicitud fundada del organismo que investigue actos preparatorios, de ejecución o consumados de alguno de los delitos sancionados en esta ley, el juez del crimen del territorio jurisdiccional donde aquéllos se lleven o hayan sido llevados a cabo, podrá autorizar que los envíos ilícitos o sospechosos de las substancias a que se refieren los artículos 1º y 6º salgan del territorio nacional, lo atraviesen, entren o circulen en él, con el propósito de individualizar a las personas que participen en la comisión de tales hechos.

Para estos efectos, el correspondiente organismo deberá denunciar el denunciar y proporcionar los antecedentes que permitan presumir fundadamente que la autorización solicitada facilitará la individualización de otros partícipes, sea en el país o en el extranjero.
El juez del crimen estará facultado para decretar, en cualquier momento la detención de los partícipes y la incautación de las substancias, si estima que la autorización concedida pone en peligro la comprobación del cuerpo del delito o facilita a los hechores eludir la acción de la justicia.

Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, el juez podrá solicitar de las autoridades policiales y judiciales extranjeras la remisión de los elementos de convicción necesarios para acreditar el hecho delictuoso y las responsabilidades penales investigados en el país, de conformidad a los convenios internacionales vigentes.
Artículo 30.- El Juez del-crimen que conozca de los delitos contemplados en esta ley podrá requerir y otorgar la más amplia cooperación destinada al éxito de las investigaciones de los respectivos procesos judiciales, de acuerdo con lo pactado en convenciones o tratados internacionales, estando facultado para dar copias de piezas, o antecedentes específicas, aun cuando la causa esté en sumario y en su etapa secreta.
Artículo 31.- El juez a que se refiere el inciso primero del artículo 29, a solicitud fundada del organismo policial que investigue alguno de los delitos contemplados en esta ley, podrá autorizar la intervención, apertura o registro de las comunicaciones o documentos privados, o la observación por cualquier medio, de aquellas personas respecto de las cuales existan fundadas sospechas de que intervienen en la preparación o comisión de estos delitos.

La resolución se dictará sin conocimiento del afectado y será siempre fundada.

Las medidas no podrán decretarse por un plazo superior a veinte días, prorrogable por igual período.
El abuso de poder en el ejercicio de las atribuciones que confiere este artículo será sancionado con la inhabilitación temporal para el ejercicio de cargos y oficios públicos.
Artículo 32.- En los delitos contemplados en esta ley no procederá la atenuante de responsabilidad penal contenida en el artículo 11, N° 7, del Código Penal.
Artículo 33.- Será circunstancia atenuante de responsabilidad penal la cooperación eficaz con la autoridad administrativa, policial o judicial, que conduzca a la determinación del cuerpo del delito o de sus autores, cómplices o encubridores, o sirva para prevenir o impedir la perpetración o consumación de otros delitos de igual o mayor gravedad contemplados en esta ley, En todos estos casos, el tribunal podrá reducir la pena hasta en dos grados.
Se entiende por cooperación eficaz el suministro de datos o informaciones precisos, verídicos y comprobables, que contribuyan necesariamente al esclarecimiento aludido.
El tribunal que esté conociendo el proceso o el que lo incoe en virtud de las dec1araciónes y antecedentes proporcionados por el inculpado, procesado o acusado de que se trate, se pronunciará, tan pronto como le sea posible y en cualquier estado del juicio, sobre si la cooperación eficaz prestada por éste ha producido o no los efectos que se establecen en el inciso primero de este artículo.
El juez deberá disponer de inmediato todas las medidas que sean necesarias para la protección de quienes pudieren quedar comprendidos en algunos de los casos mencionados en el inciso primero, como asimismo, a favor del cónyuge, ascendientes o descendientes legítimos o naturales y demás personas que, atendidas las circunstancias del caso, lo requieran. Concedido alguno de los beneficios señalados, el juez podrá, además, autorizarlos para usar nombre y apellidos distintos de los propios y el otorgamiento de nuevos documentos de identidad, La Dirección General del Registro Civil e Identificación adoptará todos los resguardos necesarios para asegurar el carácter secreto de estas medidas.
Las resoluciones que el juez adopte en cumplimiento del inciso anterior se estamparán en un libro especial, de carácter secreto, que el secretario del tribunal guardará bajo custodia.

Las personas que hayan sido autorizadas para usar otro nombre sólo podrán emplear, en el futuro, en todas sus actuaciones, su nuevo nombre propio o apellidos, en la forma ordenada por el juez.

El uso malicioso de los primitivos nombres o apellidos y la utilización fraudulenta del nuevo nombre o apellidos serán sancionados con la pena de presidio menor en su grado mínimo.
Las declaraciones y antecedentes que proporcione el inculpado, procesado o acusado y que contribuyeren a su individualización o a determinar que él las ha proporcionado, tendrán carácter secreto desde que se presten o proporcionen al tribunal, el cual deberá formar cuaderno especial y separado con todo ello. Sólo tendrá acceso a este cuaderno el tribunal al que corresponda el conocimiento y fallo de algún recurso, como también el tribunal del crimen que substancie o esté incoando un proceso por los delitos establecidos en la presente ley y siempre que, a criterio del tribunal ante el cual se prestaron las declaraciones y se entregaron los antecedentes, éstos son útiles en el nuevo proceso. En todo caso, tanto el tribunal de alzada como el nuevo Juzgado del Crimen quedan obligados a mantener igual secreto.
Asimismo, tendrán acceso a las piezas pertinentes de este cuaderno los abogados defensores cuando las declaraciones o antecedentes contenidos en él hayan servido de fundamento a la resolución que somete a proceso, o al auto acusatorio o a la sentencia condenatoria, en sus casos. Este conocimiento queda restringido exclusivamente a las piezas pertinentes que digan relación directa con el procesado, acusado o condenado de que se trate. El abogado que tome conocimiento de ellas será obligado a mantenerlas en secreto y sólo podrá usarlas en defensa de su cliente.

Todas las actuaciones judiciales y administrativas a que den lugar las medidas a que se refiere este artículo serán secretas. El empleado público que violare este sigilo será sancionado con la pena establecida en el artículo 244 del Código Penal, aumentada en un grado.
Artículo 34.- En los procesos instruidos por delitos contemplados en esta ley, el juez podrá denegar el conocimiento del sumario, hasta la conclusión de éste, si estimase que su otorgamiento constituye riesgo para el éxito de la investigación o para la seguridad de agentes encubiertos, informantes, testigos, peritos y, en general, de quienes hayan cooperado eficazmente en su instrucción.

Se entiende por agente encubierto el funcionario policial que, debidamente autorizado por sus superiores, oculta su identidad oficial y se involucra o introduce en las organizaciones delictivas simulando ser parte de ellas o estar interesado en la comisión del delito que se investiga, con el propósito de identificar a los partícipes o recoger las pruebas que servirán de base al proceso penal.

Informante es quien, voluntariamente o por recompensa, suministra antecedentes a los organismos policiales acerca de la preparación o comisión un delito o de quienes han participado en él, o que, sin tener la intención de cometerlo, ni ser policía, con conocimiento de dichos organismos participa como si fuese agente encubierto, en los términos señalados en el inciso anterior.
Las personas mencionadas en este artículo podrán declarar en lugar distinto del recinto del tribunal, de cuya ubicación no se requerirá dejar constan en el proceso, y le serán del todo aplicables las disposiciones de los incisos cuarto a décimo, inclusive, del artículo anterior.
La violación del secreto del sumario será castigada con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo.
Artículo 35.- En los procesos por los delitos que establece la presente ley, la norma del inciso cuarto del artículo 3° del Código de Procedimiento Penal se aplicará siempre, sea que la pena impuesta por la sentencia extranjera se haya cumplido o no.
Asimismo, será procedente la extradición pasiva aun cuando no exista reciprocidad con el país requirente.
Artículo 36.- En la sustanciación y fallo de los procesos por los delitos a que se refiere esta ley, los tribunales apreciarán la prueba de acuerdo con las reglas de la sana crítica.
Artículo 37.- El Director del Servicio de Salud respectivo, por sí o por delegado, podrá hacerse parte en los juicios criminales que se sustancien por los delitos previstos en los artículos precedentes; tendrá todos los derechos de tal desde que se apersone en ellos, sin necesidad de formalizar querella, y podrá imponerse del sumario, a menos que el tribunal disponga lo contrario mediante resolución fundada.
Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, corresponderá al Consejo de Defensa del Estado el ejercicio de la acción penal en cualquiera de los delitos a que se refiere esta ley cuando así lo acuerde.
Los servicios policiales, mediante oficio secreto, enviarán copia de los partes respectivos al Director del Servicio de Salud correspondiente y al Consejo de Defensa del Estado, dentro de las 24 horas de extendidos.
En los juicios criminales por delitos a que se refiere esta ley, el tribunal podrá solicitar un informe técnico a la Secretaría Ministerial que corresponda, especialmente en cuanto al peligro que los hechos investigados ofrezcan para la salud pública. El mérito probatorio de este informe se regirá por el artículo 472 del Código de Procedimiento Penal.
Artículo 38.- Si se investigaren delitos previstos en esta ley y en otras leyes penales cometidos por el mismo hechor y que no sean conexos, los procesos se tramitarán por cuerda separada ante el tribunal que corresponda.
Asimismo, no procederá la acumulación de autos entre procesos que conozcan diversos tribunales por delitos contemplados en esta ley, a menos que, por causa justificada y debidamente calificada, se dispusiere por el tribunal superior común la acumulación de tales procesos ante el tribunal que estime procedente.
Si la aplicación de las normas señaladas en los incisos precedentes creare retardo o dificultades en la práctica de medidas o diligencias que se relacionen con el inculpado, tendrán preferencia las requeridas por el tribunal que conozca los delitos previstos en esta ley, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 12, inciso primero, del Código de Justicia Militar.
Los tribunales deberán remitirse recíprocamente copias de los autos de procesamiento y de los fallos que se dictaren en sus respectivas causas las que deberán agregarse a los correspondientes procesos.
El tribunal que dictare el último fallo no podrá considerar aquellas circunstancias modificatorias de responsabilidad criminal que, de estar acumulados los procesos, no se hubieren podido tomar en cuenta.
El condenado podrá solicitar al tribunal superior común, dentro del plazo de dos años, contados desde la dictación del último fallo, la unificación de las penas, cuando ello lo beneficiare. 
Artículo 39.- Si el sentenciado no pagare la multa impuesta sufrirá, por vía de sustitución, la pena de reclusión, regulándose un día por cada vigésimo de ingreso mínimo. En todo caso, la reclusión no podrá exceder de seis meses.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, en casos debidamente calificados, el tribunal podrá eximir al condenado del pago de multa o imponerle una inferior al mínimo establecido en esta ley, debiendo dejar constancia en la sentencia de las razones que motivaron su decisión.
Artículo 40.- No procederán las medidas alternativas de reclusión nocturna y libertad vigilada contempladas en los artículos 8 y 15 de la ley N° 18.216 respecto de condenados por delitos previstos en esta ley, a menos que les hubiere sido reconocida la circunstancia atenuante establecida en el artículo 33.
TITULO II
De las faltas y su procedimiento

Artículo 41.- Los que consumieren alguna de las drogas o sustancias estupefacientes o sicotrópicas a que hace mención el artículo 1° en lugares públicos o abiertos al público, tales como calles, caminos, plazas, teatros, cines, hoteles, cafés, restaurantes, bares, centros de baile, música y similares, o en lugares de detención, recintos militares o policiales, serán sancionados con multa de un vigésimo de ingreso mínimo mensual a cuatro ingresos mínimos mensuales; o con la suspensión de la licencia para conducir vehículos motorizados, por el plazo máximo de seis meses; o con asistencia obligatoria a programas de prevención, por el plazo de uno a cincuenta días, en instituciones consideradas como idóneas por el Servicio de Salud del radio jurisdiccional del tribunal.
Asimismo, serán sancionados con idénticas penas quienes consuman tales drogas en lugares o recintos privados, si se hubiesen concertado con tal propósito 

Los que quebrantaren la condena o que fueren reincidentes en hechos de la misma naturaleza, deberán ser penados con dos o más de las sanciones indicadas en el inciso primero o con prisión en su grado mínimo.

Las penas señaladas precedentemente no se aplicarán a quien justifique el uso, consumo, tenencia o porte de alguna de dichas sustancias, como consecuencia de prescripción médica.
Artículo 42.- Los agentes de policía estarán obligados a detener a los autores de las faltas señaladas precedentemente y a ponerlos directamente y de inmediato a disposición del juez del crimen competente, o a la audiencia más próxima, si no fuere hora de despacho.

Lo dispuesto en los artículos 261 y 266. del Código de Procedimiento Penal no será aplicable a estos casos.
El tribunal pondrá en conocimiento del detenido el parte policial respectivo y lo interrogará de acuerdo con su contenido. Lo dejará citado para una determinada audiencia, otorgándole la libertad provisional si procediere esta medida con arreglo a la ley. Al mismo tiempo, requerirá informe acerca de anotaciones del infractor en el registro a que se refiere el artículo 48 y un informe del Servicio de Salud respecto de la naturaleza de la droga, en caso de estimarlo procedente.
Artículo 43.- En caso que el inculpado reconociere ante el Tribunal su participación en los hechos constitutivos de la falta que se le atribuye y se allanare a la sanción que el mismo tribunal le advertirá que contempla la ley para estos casos, una vez recibidos el o los informes a que se refiere el artículo anterior, se dictará sentencia definitiva de inmediato, la que no será susceptible de recurso alguno. Para estos efectos, se entenderá comprobado el hecho constitutivo de la falta con las aseveraciones contenidas en el respectivo parte o denuncia policial.
Artículo 44.- Si el inculpado negare los cargos que se le formulan, se seguirá el procedimiento sobre las faltas contemplado en el título 1 del Libro Tercero del Código de Procedimiento Penal, con excepción de lo dispuesto en los artículos 553, 558, 559, 560 y 564. Sin perjuicio de lo anterior, no será necesaria la asistencia de los testigos de cargo si éstos son funcionarios o agentes de la policía. Se tendrán como testimonios regularmente prestados las declaraciones contenidas en los respectivos partes o denuncias si en ellas aparece la firma de los aprehensores debidamente autorizada por el superior jerárquico de servicio al momento de la detención. El tribunal podrá citar a prestar testimonio a dichos funcionarios en caso de estimarlo necesario.
La sentencia definitiva deberá dictarse dentro del plazo de diez días. 

Artículo 45.- Toda sentencia condenatoria por alguna de las faltas anteriores, además de contener los requisitos señalados en el artículo 562 del Código de Procedimiento Penal, establecerá la obligación del condenado de ser examinado por un médico calificado por el Servicio de Salud correspondiente con el fin de determinar si es o no es dependiente de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, la gravedad de tal dependencia y el tratamiento que debiera seguir el afectado. En todo caso; el aludido examen podrá ser decretado desde que se inicie el respectivo procedimiento.
Recibido el informe por el tribunal, éste hará comparecer al condenado en persona y le hará notificar la resolución que le imponga el tratamiento aconsejado en el dictamen médico.
En caso de resistencia o negativa del afectado a practicarse el examen o el tratamiento médico decretado, el juez de la causa ordenará las medidas conducentes a dicho cumplimiento, pudiendo al efecto disponer su arresto hasta por ocho días, sin perjuicio de repetir el apremio.
El Ministerio de Justicia, previo informe del Ministerio de Salud, entregará anualmente a la Corte de Apelaciones respectiva la lista de médicos que estén habilitados para practicar los exámenes y emitir los informes a que se refiere este artículo.
Artículo 46.- Las disposiciones anteriores sólo se aplicarán respecto de mayores de dieciocho años de edad. Los menores de ésta, serán sometidos a las reglas contenidas en la ley N° 16.618, que fija el texto definitivo de la Ley de Menores.
Artículo 47.- Las faltas a que alude el artículo 41 serán de conocimiento del juez del crimen competente, de acuerdo con las reglas generales, sin que proceda su acumulación a otros procesos criminales instruidos respecto del mismo hechor.

Artículo 48.- Se procederá a anotar en un registro especial, a las personas condenadas por alguna de las faltas anteriores, debiéndose remitir, para estos efectos, al Gabinete Central de Identificación copia íntegra de la sentencia autorizada por el secretario dentro de tercero día de haber quedado ejecutoriada.

A requerimiento del tribunal, el Servicio de Registro Civil e Identificación informará, dentro del plazo de 48 horas, acerca de las anotaciones del inculpado en el registro a que se refiere el inciso anterior.
TITULO
Disposiciones varias

Artículo 49.- Un reglamento señalará las substancias y especies vegetales a que se refieren los artículos 1°, 2°, 6° Y 10, como, asimismo, las normas que regularán la producción y comercialización de precursores y substancias químicas esenciales a que se alude en el artículo 6°, y los requisitos, obligaciones y demás exigencias que deberán cumplirse para el otorgamiento de las autorizaciones a que se refiere el artículo 2°, como también todo lo relativo a control y fiscalización de dichas plantaciones.
Artículo 50.- El Ministro de Justicia podrá disponer que los extranjeros condenados por alguno de los delitos contemplados en esta ley puedan cumplir en el país propio de su nacionalidad las penas corporales que les hubieren sido impuestas.

Para estos efectos, habrá de atenerse a los tratados internacionales vigentes sobre la materia.

Artículo 51.- Los abogados, estudiantes y egresados habilitados para actuar judicialmente que se desempeñen como funcionarios o empleados contratados a cualquier título en los servicios de la administración del Estado o en instituciones o servicios descentralizados, territorial o funcionalmente, no podrán patrocinar ni actuar como apoderado o mandatario de inculpados procesados por crímenes, simples delitos o faltas a que se refiere esta ley. Si se tratare de crímenes o simples delitos, la infracción a esta prohibición se sancionará administrativamente con la destitución del cargo o término del contrato. Si se tratare de faltas, se considerará infracción grave a sus obligaciones funcionarias, pudiendo disponerse hasta la destitución o el término del contrato.
Artículo 52.- Incorpórase el siguiente artículo en el Código de Justicia Militar.

“Artículo 299 bis.- El militar que fuere sorprendido en alguno de los lugares o situaciones señalados en el artículo 5°, N° 3, de este Código, consumiendo alguna de las substancias señaladas en el artículo 1° de la ley que Sanciona el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Substancias Sicotrópicas, o en circunstancias que hagan presumir que acaba de hacerlo, será sancionado con la pena de presidio o reclusión menores en sus grados medio a máximo y multa de cinco a cincuenta ingresos mínimos mensuales. La misma sanción se aplicará al militar que fuere sorprendido, en idénticas circunstancias, portando dichas substancias para su exclusivo uso personal.
Las penas indicadas en el inciso anterior no se aplicarán a los que justifiquen uso, consumo, porte o tenencia de alguna de dichas substancias en virtud de prescripción médica.”

Artículo 53.- Sustitúyese el artículo 193 del Código Aeronáutico por el siguiente:
”Artículo 193.- El personal aeronáutico que desempeñe sus funciones bajo la influencia del alcohol o de drogas estupefacientes o sicotrópicas, será castigado con presidio o reclusión menores en sus grados medio a máximo y multa de cinco a cincuenta ingresos mínimos mensuales.
En caso de reincidencia, el tribunal decretará la cancelación definitiva de su licencia.”.

Artículo 54.- Sustitúyese el artículo 34 del decreto con fuerza de ley Nº 292, de 1953, que aprueba la Ley Orgánica de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, por el siguiente:
“Artículo 34.- La Autoridad Marítima, sin perjuicio de sus demás funciones y facultades, podrá llevar a cabo en el mar territorial y en aguas interiores, las actividades que se señalan a continuación, en las circunstancias que en cada caso se indican:
a) Retener a personas, naves o artefactos navales, a fin de proceder a su identificación y registro, pudiendo también exigir la exhibición de libros, anotaciones, comprobantes y, en general, de todo documento mercantil o naviero para proceder a su inmediato examen, cuando existan motivos razonables para sospechar que una nave está siendo utilizada para el tráfico ilícito de substancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas.
Podrá, asimismo, adoptar todas las medidas necesarias para abordar naves o artefactos navales sospechosos de ser utilizados en dicho tráfico.
b) Cuando se comprobare la existencia de un hecho que revista los caracteres de alguno de los delitos contemplados en la Ley que Sanciona el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Substancias Sicotrópicas, podrá prolongar la retención de la nave o artefacto naval por el tiempo necesario para poner a los presuntos responsables y a la nave o artefacto naval a disposición del tribunal. Asimismo, estará facultada para incautar la pertinente documentación, debiendo levantar acta de lo obrado, la que remitirá junto con los documentos al tribunal.

c) Establecer, en las naves o artefactos navales y en los recintos portuarios, en los casos a que se refiere la letra precedente, áreas de permanencia y de circulación restringida de personas y mercancías, cuya mantención o alzamiento será resuelto por el tribunal correspondiente.

Las medidas establecidas en este artículo se aplicarán también a las naves que enarbolen el pabellón nacional y que hacen uso de la libertad de navegación, con arreglo al derecho internacional. Tratándose de naves extranjeras se estará en todo a lo dispuesto en los convenios y acuerdos internacionales sobre la materia.".

Artículo 55.- Para los efectos de lo establecido en el N° 3 del artículo 6° del Código Orgánico de Tribunales, en cuanto al sometimiento a la jurisdicción chilena de crímenes y simples delitos perpetrados fuera del territorio de la República, las disposiciones de la presente ley se entenderán comprendidas en el Párrafo 14 del Título VI del libro II del Código Penal, sobre crímenes y simples delitos contra la salud pública"

Artículo 56.- Créase en el Consejo de Defensa del Estado un Departamento de Control del Tráfico Ilícito de Estupefacientes, al que corresponderá efectuar la investigación preliminar a que se refiere el artículo 14 de esta ley, como, asimismo, supervigilar y coordinar el ejercicio y sostenimiento de la acción penal tratándose de alguno de los delitos tipificados en el artículo 12.

Artículo 57.- Créanse en las plantas de personal del Consejo de Defensa del Estado contenidas en el artículo 37 del decreto con fuerza de ley N° 1, de Hacienda, de 1993, los siguientes cargos:
a) En la planta de Directivos, un cargo de Jefe del Departamento de Control del Tráfico Ilícito de Estupefacientes, grado 3;
b) En la planta de Profesionales, un cargo de profesional, grado 5; tres, de grado 6; uno, de grado 7 y uno, de grado 8;
c) En la planta de Técnicos, un cargo de técnico, grado 9; uno, de grado 15 y uno, de grado 16;
d) En la planta de Administrativos, un cargo de administrativo, grado 12, y uno, de grado 14, y
e) En la planta de Auxiliares, un cargo de auxiliar, grado 20.
Para el ingreso y promoción al cargo de la planta de Directivos, Jefe de Departamento de Control del Tráfico Ilícito de Estupefacientes, grado 3, no será exigible el requisito de experiencia de dos años en el Servicio. Para el ingreso y promoción a los cargos de la planta de Profesionales, grados 7 y 8, a que; se refiere la letra b) precedente, se requerirá título profesional de contador auditor y dos años de experiencia en el sector público o privado.
Artículo 58.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104, de la partida presupuestaria Tesoro Público.
Artículo 59.- Derogase. la ley N° 18.403.
Con todo, la ley N° 18.403 continuará vigente para los efectos de la sanción de los delitos en ella contemplados y perpetrados con anterioridad a la publicación de esta ley, en cuyo caso la pena se regulará, además, según lo dispuesto en el artículo 18 del Código Penal. La tramitación de los respectivos procesos, la prueba y la apreciación de la misma, se regirán, sin embargo, por las normas de esta ley.

Toda -referencia legal o reglamentaria a la ley N° 18.403 debe entenderse hecha a esta ley.
Artículo transitorio.- En, tanto no se dicte el reglamento a que se refiere artículo 49, regirá el actual.”.
Acordado en sesiones celebradas los días 13 de julio 14 de septiembre, 2 y 9 de noviembre de 1993, con la asistencia de los HH. Senadores señores Hernán Vodanovic Schnake (Presidente) (Laura Soto González), Máximo Pacheco Gómez (Presidente accidental), Sergio Fernández Fernández, Carlos Letelier Bobadilla y Miguel Otero Lathrop.
Sala de la Comisión a 23 de noviembre de 1993. 
(Fdo.): José Luis Alliende Leiva, Secretario.
